Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Son las 9:46). 
—Buenos días a todos. 


La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir al señor 
presidente de la Administración Nacional de Educación Pública y al numeroso equipo que lo 
acompaña, a quienes agradece su presencia. 


SEÑOR NETTO.- Buenos días a los señores senadores; como siempre, es un placer y un honor estar 
en un ámbito de estas características. 


Nuestra presentación consta de tres partes. En primer lugar, Alejandro Retamosa dará un 
diagnóstico de la situación actual en la que se encuentra la educación; en segunda instancia, Beatriz 
Guinovart describirá los distintos puntos vinculados con la rendición financiera de la institución; y, por 
último, haremos un cierre, que estará a cargo de quien habla. 


SEÑOR RETAMOSA.- Buenos días a todos. Para mí es un gusto y, al mismo tiempo, una gran 
responsabilidad poder exponer ante ustedes un breve panorama sobre la educación en Uruguay. 


Mi presentación se basa, específicamente, en cuatro desafíos que la ANEP ha identificado en 
ocasión del presupuesto. Estos cuatro desafíos tienen una importancia extrema para nosotros, en la 
medida en que logran, a partir de un análisis bastante profundo, identificar lo que se había transitado y, 
a partir de allí, cuáles son los principales ejes en los que debemos trabajar con mucha fuerza. 


Estos cuatro desafíos atraviesan distintos niveles educativos y también diferentes 
trayectorias educativas. El primero de ellos es potenciar la educación inicial en cuatro años y cinco 
años para contribuir a la universalización, al mismo tiempo que en tres años. Como todos saben, la 
educación inicial en este país ha sido una política de Estado durante los últimos veinte a veinticinco 
años, que ha tendido a aumentar sistemáticamente la cobertura en cuatro y cinco años, 
universalizando estos dos niveles. Recientemente se ha agregado un nuevo ingrediente, que es la 
universalización también en tres años o, por lo menos, cubrir la demanda insatisfecha que existe en 
ese nivel. Este va a ser un punto específico en el que me voy a detener. 


El segundo desafío consiste en un elemento bastante importante, que es el de mejorar las 
condiciones de egreso de la educación primaria. Entendemos que esta cuestión es relevante por un 
doble enfoque: por un lado, mirar el egreso de la educación primaria como parte de una película que ya 
pasó —eso es muy importante—, o sea, mirar el egreso en 6% año como parte de un tránsito que ha 
ocurrido durante la educación primaria; y, por otro, mirarlo como factor de riesgo o de posibilidad para 
la educación media, nivel en el cual tenemos —en esto todos coincidimos— la problemática más grande 
en Uruguay en determinados asuntos educativos. 


El tercer desafío lo constituye un punto importante para nosotros, que va muy hilvanado en 
esta dimensión de trayectoria educativa entre el nivel inicial y el primario, y que es el de universalizar el 
egreso de enseñanza media básica y duplicar los egresos de enseñanza media superior. Lógicamente, 
en función de los avances que se han dado en los últimos años, esta es una de las metas o de las 
varas más altas que se ha trazado el sistema, en pos de tratar de mejorar el área en la cual 
coincidimos en que tenemos los mayores problemas. Por lo tanto, este es un desafío importante que la 
ANEP asume para trazar en estos cuatro años. 


Por otro lado, debemos lograr que toda persona, entre los 3 y 17 años, se encuentre vinculada 
a alguna propuesta educativa. Este último desafío que se plantea la ANEP es una meta basada en los 
derechos de las personas, en cuanto a que aquella que tenga entre 3 y 17 años se encuentre 
vinculada al sistema educativo, en alguna propuesta formal o no formal. Pero, evidentemente, esto toca 
una de las cuestiones principales que hacen al derecho a la educación por parte de la población. 


En cada uno de estos puntos voy a ser bastante breve y sintético. Lo que estoy tratando de 
hacer es tocar los diversos desafíos. En ese marco y sobre estos cuatro desafíos específicos, voy a 
desagregar los puntos en donde haré una breve descripción de la evolución que han tenido los mismos 
en el pasado. Por otro lado, voy a tratar de caracterizar específicamente cada uno de ellos, en especial 
lo que tiene que ver con la equidad educativa. Y, por último, como estamos en una rendición de 
cuentas, voy a tratar de adicionar algunos elementos que tienen que ver con lo que ha ocurrido en los 
últimos años —especíificamente, en 2015— con cada uno de ellos. 


Vayamos al primero. Como les comentaba recién, el tema de potenciar la educación inicial es 
uno de los grandes logros que ha tenido la educación en Uruguay en cuanto a la inclusión educativa y 
al mejoramiento de la calidad en los cuatro y cinco años. Hoy podemos decir que la educación, en el 
nivel cinco, se universalizó a partir del año 2000, como también que la universalización del nivel cuatro 
se dio alrededor de 2010. Además, el país ha encarado para este período una nueva universalización 
en tres años o, al menos, cubrir una demanda insatisfecha. 


Ahora voy a mostrar alguna de las evidencias que marcan, en clave de tendencia, cómo ha 
evolucionado cada una de estas metas porque ponen marco a lo que van a ser los desafíos y ponen en 
cuestión la problemática de cómo podrían ser los mismos. 


El gráfico que observan aquí son líneas de tendencia del porcentaje de asistentes a la 
educación inicial para los tres años, que es la línea de abajo, para los cuatro años, que es la línea del 
medio y para los cinco años, que es la línea de arriba. En realidad, lo que se observa, en primer en 
lugar, es el aumento constante de la asistencia a la educación inicial, es decir que año tras año ha 
habido una inclusión muy marcada en cada uno de los niveles. Esa es una serie que va del año 1991 al 
2015. Lo que se puede observar es que a partir de los años 2000, 2001 o 2002, la línea de arriba 
prácticamente alcanza al cien por ciento, que es el nivel de los cinco años. Es decir que el país logró 
hace quince años una meta que se había trazado a mediados de los años noventa, que pretendía 
incluir a todos los niños de cinco años. Lógicamente, esto junto con lo que ocurrió a partir del año 2010 
con la universalización de los cuatro años —en la actualidad estamos en el 92%-, constituye un rango 
muy específico y característico del Uruguay en el contexto regional e internacional porque lo ubica 
como uno de los países pioneros en la inclusión educativa, lo cual lo posiciona de forma muy 
importante. En paralelo, lo que se dio sistemáticamente fue un aumento de la asistencia en tres años, 
que es la línea de más abajo. Por ejemplo, en el año 2005 aproximadamente el 43% de la población de 
esta edad asistía a la educación y hoy estamos en el 71%. Esta es una de las metas principales para el 
nuevo período. Esto implica que hay que incluir a cerca de unos 14.000 niños de tres años en lo que 
resta del período. 


El crecimiento que les estaba comentando de la asistencia a la educación inicial tiene un 
doble componente. Uno de ellos es que la inclusión educativa se hizo por la vía del sector público. Ese 
ha sido un rasgo característico del Uruguay. El segundo elemento importante es que la inclusión en 
educación inicial se ha hecho por la vía de los sectores más desfavorecidos. 


En este gráfico, que tiene como tres partes, pueden ver que en la izquierda está lo 
correspondiente a tres años, en el medio, a cuatro años y, a la derecha, a cinco años. La variable que 
se presenta es el porcentaje de asistentes a la educación y se comparan los hogares de los niños más 
pobres con los de los hogares más ricos. Es decir que las líneas de abajo son los quintiles más pobres 
y las de arriba los más ricos. En realidad, la imagen que uno debería tener como país es la del gráfico 
de la derecha que alcanza, en el año 2015, aproximadamente, una brecha cero entre los quintiles más 
pobres y los más ricos. O sea que los niños de distintas características socioeconómicas tienen las 
mismas posibilidades de asistir a la educación. Algo similar se observa en el gráfico de la parte del 
medio, con cuatro años, donde había una brecha que era muy importante. Ustedes ven que al inicio del 
período, en 1991, de los quintiles más ricos asistía el 90% y de los quintiles más pobres, uno de cada 
tres. Cuando se va avanzando en los años y llegamos a la actualidad, se puede apreciar que llegamos 
al 99% y al 87%, es decir que hay un cierre de la brecha entre diferentes sectores de ingreso, lo que es 
una de las claves del sistema educativo. La meta que se traza —que se ve en la parte izquierda— es 
poder incluir a los niños que hoy tienen una divergencia en su asistencia, dependiendo del sector de 
ingresos en el que se encuentran; en los sectores de altos ingresos, los niños de tres años asisten 
prácticamente de manera universal —se ve en la gráfica que se trata del 94,7%-— y en los sectores más 
pobres asiste el 56 %. Es decir que parte importante de los 14.000 niños que se pretende incluir en 
educación inicial a los tres años corresponde a estos sectores. 


¿Qué es lo que ha pasado en los últimos años con la asistencia o con la matriculación en los 
tres años? Básicamente y saliendo un poco de las tendencias a mediano plazo para quedarnos con las 
más recientes, intentamos observar cómo ha evolucionado la matrícula de los niños de tres años. Este 
era un sector que tradicionalmente estaba muy estático en la oferta, porque básicamente la brindaban 
los CAIF y sobre todo el sector privado a través de guarderías o jardines de infantes, y en menor 
medida la ANEP, con los jardines o clases de jardinera, pero era casi inexistente la oferta para esta 
franja de edad. Como se puede ver en el gráfico que muestra la cantidad de alumnos, desde 2006 
hasta 2015, hay cierta estabilidad a partir de que la ANEP abre con fuerza la oferta. En realidad, se 
observa un aumento —por ejemplo, desde 2005 o 2006 hasta 2015-—, una duplicación de la cantidad de 
alumnos de tres años, que actualmente llegan a ser 10.000. Incluso si tomamos los datos del año 
2016, son 13.500 los inscriptos en tres años. 


Por lo tanto, más allá del aumento en las cifras que se está dando, creo que esto es el reflejo 
de una importante demanda que estaba insatisfecha por parte del Estado. En definitiva, ampliar la 
cobertura para los tres años implica para la ANEP —con sus 2.800 centros o sus 2.500 centros en 
educación primaria— intentar albergar, en cada uno de los servicios educativos a lo largo del país, una 
clase jardinera para que los niños en estas edades puedan asistir. 


¿Qué es lo que pasa cuando uno observa este aumento de la matrícula? En general, un 
fenómeno muy frecuente es que cuando se incluye de manera muy rápida dicho aumento se producen 
desajustes y algunos de los principales, que aluden básicamente a la calidad educativa, tienen que ver 
con los grupos numerosos que existen en educación primaria. En la pantalla vemos un gráfico muy 
sencillo que mide los grupos de más de treinta alumnos en toda la educación inicial pública. Lo primero 
que se observó —por distintos motivos, ya que hay un factor demográfico, pero también hay otro de 
creación de cargos específicamente en esta parte— fue una disminución de los grupos numerosos, o 
sea de treinta o más alumnos, hasta que en el año 2015 se produce un pequeño aumento en la 
cantidad de grupos numerosos. Hay que pensar en lo que significa, en educación, tener grupos de más 
de treinta alumnos, sobre todo en educación inicial, porque es un asunto bastante importante. Incluso, 
el 40% de los grupos de educación inicial tiene entre 25 y 29 alumnos, con lo cual el tamaño medio de 
los grupos en una etapa de la infancia que requiere una atención muy específica es bastante alto. Digo 
esto para mostrar que, en general, cuando hay inclusión de forma rápida se producen algunos 
desajustes en las formas en que acceden los alumnos. 


Voy a pasar al punto 2, que tiene que ver con la mejora de las condiciones de egreso de la 
educación primaria. Decía anteriormente que hay un doble enfoque en todo esto; en primer lugar, hay 
que intentar ver la película hasta el final, cuando se termina la educación primaria, pensando tanto en 
lo que se ha recorrido —porque la educación es básicamente una cuestión de procesos-—, para ver lo 
que ha pasado a lo largo de esos seis años, como también observando las condiciones —hay muchos 
estudios al respecto— en las que egresan los estudiantes. Esta es una buena forma de intentar predecir 
lo que puede ocurrir en la educación media, y como sabemos que allí es donde tenemos los problemas 
más acuciantes, no solo en el aprendizaje sino también en los temas de inclusión, nos resulta muy 
importante mirarlo desde esta perspectiva. 


Me estoy deteniendo en los desafíos porque me parece que no vale ahondar en cuanto a si la 
cobertura es universal en la educación primaria o si se da un egreso universal, porque eso ya lo 
sabemos desde hace algunos años. En realidad, lo principal en términos de desafíos, es que el sistema 
de educación primaria genera un conjunto de extraedad muy importante; uno de cada tres alumnos —el 
28,16%-— en educación primaria egresa con al menos un año de extraedad. Como Uruguay no tiene 
ingreso tardío esta extraedad se produce pura y exclusivamente por el fenómeno de la repetición. En 
este gráfico se presenta el porcentaje de niños con extraedad en primero, en segundo, en tercero, en 
cuarto, en quinto y en sexto; se llega al final del período o del ciclo escolar con un 29%. En realidad, lo 
que se observa es que la extraedad se produce particularmente en el primer grado escolar. La mitad de 
la extraedad, el 13,9%, se produce en el primer año de su edad escolar; repiten el año y este es uno 
de los desafíos que tiene la educación primaria —que no es nuevo- cuando se empieza a trabajar 
mucho en torno a la disminución de la repetición. De hecho, a principios de los años 2000 la repetición 
era del 20% y hoy es del 13%, pero sigue siendo estratificada y muy marcada en los primeros años, lo 
que constituye una amenaza para la transición educativa porque la extraedad y la repetición 
obviamente se asocian a que el alumno no pudo aprender lo que se suponía que debía aprender. Por 
lo tanto, el tema de la extraedad —después se va a vincular con algunas de las otras cosas que se van 
a plantear— representa un problema importante que repercute en la vida del alumno que ya repite en 
primer año, pero también incide mucho —y se han hecho muchos estudios de esa naturaleza— en lo que 


es la probabilidad de fracaso en la enseñanza media. Un alumno que ingresa al sistema de educación 
media con extraedad tiene muchas más chances de abandonar más tempranamente y muchas más 
posibilidades de tener menos aprendizajes en el ciclo medio. Por lo tanto, es muy importante intentar 
adelantarse y tener alertas en este aspecto. 


La segunda variable de las características de egreso en la que me parece importante que 
nos detengamos son los aprendizajes. Hasta ahora he hablado de inclusión y de repetición, pero no he 
hablado de los aprendizajes que es uno de los aspectos medulares en la educación primaria. 
Nuevamente, vemos los aprendizajes al final del ciclo primario, en los alumnos de sexto año según 
niveles de desempeño en matemática y en lectura. Estos datos salen de la Evaluación Nacional de 
Aprendizajes y se puede observar que al igual que en los ciclos de 2005 y de 2009, en el año 2013, 
que fue la última medida que tenemos, una proporción significativa de alumnos se concentra en los 
niveles de habilidad más básicos: en el nivel bajo 1 y en el nivel 1. De hecho, en matemáticas cerca del 
55% de los alumnos no tienen las habilidades o las competencias básicas del egreso y en lectura son 
prácticamente la mitad. En realidad, esto nos habla de un problema muy importante al egreso de la 
enseñanza primaria que se debe atacar en la medida en que este conjunto de alumnos no ha logrado 
adquirir las habilidades básicas que el sistema requiere. 


En esta imagen estamos viendo las pruebas de aprendizaje de sexto año, que son un 
problema específico que tenemos. Es verdad que en el contexto regional Uruguay, en función de las 
medidas que se toman a partir del Terce o del Serce —que son evaluaciones estandarizadas que hace 
la Unesco para distintos países de América Latina— en un conjunto de quince países se posiciona entre 
el segundo y el tercer lugar tanto en matemáticas como en lectura. Tiene una posición privilegiada 
pero, al mismo tiempo, presenta la contradicción de estas inequidades, con un conjunto importante de 
alumnos que no logra alcanzar esas habilidades básicas. 


Un tema en el que se está haciendo bastante énfasis en el último tiempo =- 
particularmente a partir de que la ANEP cuenta con un registro individual desde la educación inicial 
hasta la formación docente de todos sus alumnos— es que nos podamos acercar un poco más a 
algunas dimensiones a las que todos estamos acostumbrados como, por ejemplo, la nota de 
calificación. Todos sabemos que existe egreso universal de la educación primaria. Es importante ver 
que el conjunto de alumnos que termina, además de tener algunos problemas de aprendizaje y de 
tener algunos elementos de extraedad, lo hace con notas muy bajas. Casi el 40 % de los alumnos 
egresa con «B» o «BMB», es decir que a futuro corren riesgos y hay que trabajar en esos aspectos. 


El tercer punto es la meta o el reto más ambicioso que se ha trazado la ANEP para el 
período: la universalización de la enseñanza media básica y duplicar los egresos de enseñanza media 
superior. Esta es una meta que el país se ha trazado desde hace mucho tiempo. De hecho, desde la 
Constitución de 1967 se establece la educación media básica obligatoria y en 1973 con ley de 
educación, también. Efectivamente, uno de los principales problemas ha sido lograr que los alumnos 
culminen cada uno de los niveles a los que ingresan. 


Muchas veces se obvia de presentar el gráfico que estamos observando porque no ha tenido 
grandes variaciones. Sin embargo, en lo que a mí respecta era importante hacerlo porque muestra que 
entre 2006 y 2015 el porcentaje de egresos tanto en la enseñanza media básica como en la enseñanza 
media superior ha permanecido, en términos generales, muy estable. Esta estabilidad que vemos entre 
2006 y 2015 es exactamente igual si vamos a la década del noventa; no ha habido cambios radicales 
en este aspecto. La culminación de los ciclos de enseñanza media sigue siendo uno de los problemas 
principales. A pesar de eso hay algunas variaciones muy pequeñas, en particular en la enseñanza 
media superior, donde hay cuatro puntos de aumento en los últimos nueve años. Este aumento que es 
poco en términos relativos, sobre todo pensando en que se pretende duplicar el número de egresos, 
significa llegar a una tasa del 75 % en la enseñanza media superior, que en términos absolutos nos 
cambia un poco porque representa 2.500 alumnos más por año o por generación que están egresando. 
En la actualidad egresan 18.000 o sea que por año egresan —respecto a generaciones anteriores— 
2.500 más. Si bien no es suficiente, representa una lucecita importante en tren de ir mejorando los 
egresos. 


Esto tiene que ver con la evolución de los egresos en la enseñanza media. 


Respecto a la caracterización —que es el segundo planteo que en general estoy realizando 
en cada punto—, hagámosla por inequidad. Claramente, el sistema educativo uruguayo es muy 
inequitativo en términos de la educación media en lo que hace al egreso. De hecho, en el siguiente 
gráfico se presenta en el sector izquierdo el porcentaje de egresados de enseñanza media básica por 
quintiles de ingresos, es decir, de los hogares más pobres a los más ricos, y en el sector derecho, de 
enseñanza media superior, también de los quintiles más pobres a los más ricos. 


Uruguay presenta aquí una gran inequidad. La probabilidad de que un alumno en el quintil 1 
en enseñanza media básica egrese es la mitad; solo uno de cada dos probablemente egrese si se 
encuentra en un hogar ubicado con estas características, mientras que en el quintil 5 es universal, el 
96.7%. En la enseñanza media superior observamos estos rasgos pero muy amplificados. En los 
sectores de bajos ingresos solamente puede egresar —probabilisticamente— el 16% — me refiero al 
quintil 1—, lo que nos habla de un problema muy grande, mientras que en los sectores de altos 
ingresos, alcanza el 77%. Cabe agregar que uno de cada cuatro alumnos de los sectores de más altos 
ingresos no logra egresar de la enseñanza media superior, lo cual nos habla de que el problema 
trasciende los sectores económicos. 


¿Qué ha pasado? Recién les comentaba que en términos de egresos han existido algunos 
cambios en torno en números absolutos. De hecho, la serie de egresos de la enseñanza media 
superior estaba muy estable y acá lo que se presenta es la cantidad de egresados en números 
absolutos —-me parece que es bueno mirar números absolutos en estas cosas— entre los años 2011 y 
2014, aproximadamente. Hay un aumento de 14.500 a 16.500 alumnos en la cantidad de egresados y 
una parte importante de este incremento tiene que ver con los egresos de la UTU, que pasaron de 
6.300 a 8.100. En esto no se cuenta el número de egresados de secundaria en los nocturnos —que 
representa un volumen importante— porque en ese momento no teníamos las estadísticas, pero sí nos 
habla de algún cambio en los componentes del egreso y una tendencia en el aumento de los 
egresados. 


Por último, me voy a detener en el logro de que toda persona entre 13 y 17 años se 
encuentre vinculada a alguna propuesta educativa. Esta es una meta que el país se traza o que la 
ANEP se fija, que atraviesa, lógicamente, todos los trayectos y niveles educativos, y se orienta a 
garantizar el derecho a la educación de todas las personas en estas edades. 


Me voy a referir a alguna descripción más o menos conocida en cuanto al acceso a la 
educación. Este gráfico presenta en el eje de las equis las edades simples, de los 3 a los 22 años y el 
porcentaje de asistentes, o sea la asistencia a los tres, a los cuatro, a los cinco, etcétera. No me voy a 
detener en el tramo de abajo porque eso lo vimos al comienzo, pero sí conviene decir que ahí el 
ingreso no está universalizado aún y que cuando se ingresa en las edades de la educación primaria — 
es decir, entre los 6 y 11 años-— la asistencia es universal pero cuando se comienza a transitar en las 
edades de la adolescencia, el porcentaje comienza a bajar. De hecho, a los 14 años asiste el 93% y 
así, por cada año que se cumple, disminuye la probabilidad de asistencia entre 5 y 7 puntos. Este es, 
más o menos, el rango; por cada año que se aumenta en la adolescencia, la asistencia a la educación 
inicial baja entre 5 y 7 puntos hasta llegar a un 76% a los 17 años. 


En realidad, lo que uno mira cuando dice que lo que se intenta es lograr que toda persona 
entre los 13 y 17 años se encuentre asistiendo a la educación o a alguna propuesta educativa, es que 
esta meta de la inclusión educativa no esté muy lejos de alcanzarse. Con los cambios que ha habido, 
esto parece una cuestión alcanzable. 


Lo que importaba destacar aquí es que hay un grupo de alumnos que comienza a 
desvincularse de la educación ya a partir de la adolescencia. En realidad, este es un elemento 
importante, como se destacaba con relación a los desafíos que hacían al tema de los problemas que 
teníamos con la extraedad o con el aprendizaje. En términos de inclusión educativa en la adolescencia, 
el país ha cambiado mucho. De hecho, en la transparencia que se proyecta estamos mostrando el 
porcentaje de asistencia a la educación por edades seleccionadas, desde los 13 a los 18 años, para 
dos períodos: 2006 y 2015. Lo que pueden observar los señores senadores —y me voy a detener en las 
edades de 15, 16 y 17 años- es el aumento en la proporción de personas que asiste a la educación: 
del 82% al 88% a los 15 años, del 77% al 82% a los 16 años y del 67% al 76% a los 17 años, es decir 
que hubo un aumento de 9 puntos. Esto, en números absolutos, son unas 5.500 personas más que 
han logrado asistir y que antes no lo hacían. 


Me parece importante destacar esto en términos de que hay importantes avances en lo que 
tiene que ver con la inclusión educativa, aunque no tanto en lo que tiene que ver con la culminación de 
los ciclos educativos. Esto responde mucho a los efectos de la extraedad. Parte importante de estos 
cambios que observamos en la asistencia se vinculan a dos fenómenos en las edades de 15 a 17 
años: un aumento de la asistencia al bachillerato de educación secundaria —que pasa del 46% al 50% 
en la proporción— y también al de UTU. Quiere decir que el aumento significativo de la asistencia en las 
edades que corresponden al bachillerato -15, 16 y 17 años— se produce en los ciclos educativos donde 
está el bachillerato y no tanto en los niveles de educación media básica. 


Estos son los cuatro desafíos que la ANEP identificó en ocasión de la presentación del 
presupuesto. Para lograr identificarlos y poner el foco en ellos fue importante trazar estas tendencias y 
por eso las presenté de esta manera. Como habrán notado los señores senadores, la referencia 
específica a los consejos desconcentrados en la presentación fue bastante poca y eso, en realidad, se 
vincula a un aspecto principal que tiene que ver con el concepto que está por detrás de esta 
presentación. El concepto ha sido siempre mirar la trayectoria del alumno, intentando cambiar el 
enfoque. En vez de mirar las ofertas que se brindan, poner la atención en cuáles son los recorridos que 
hacen los alumnos en cada uno de los trayectos. A partir de mirar sus trayectorias, se intentó ir 
adecuando el análisis que tiene que ver con las tendencias pero también con las ofertas que hay. 


Por mi parte, esto es todo. Muchas gracias. 


SEÑORA GUINOVART.- Vamos a presentar la rendición de cuentas de ANEP del año 2015. En primer 
lugar, daremos una visión global de los créditos vigentes y de la ejecución presupuestal en este año. 
Como pueden ver en la transparencia, en términos globales, la ANEP ejecutó el 98,36% de los 
créditos. Si lo analizamos ahora por concepto del gasto, podemos ver que la ejecución en servicios 
personales fue del 98,17% y que en el resto de los conceptos, es decir, gastos corrientes, suministros y 
gastos de inversión, entre un 99,33% y un 99,91%. Es importante destacar que los saldos no 
ejecutados tienen que ver con créditos y dineros que pueden transferirse al ejercicio siguiente y que 
tienen ciertos destinos específicos como ser los créditos correspondientes a los ejercicios vencidos, 
que sirven para pagar ciertas obligaciones contraídas en períodos anteriores, o el fondo de 
inasistencias que también han ido teniendo destinos específicos a lo largo de la gestión. 


Ahora vamos ver la participación de cada concepto de gasto en la ejecución total. Se ve 
claramente que la parte de servicios personales representa el 85,2% del total de ejecución. A eso le 
siguen los gastos corrientes, con un 7,4%; los gastos de inversión, con un 5,3% y los suministros, con 
un 2,1%. 


En la transparencia que sigue, vamos a analizar cómo fue la ejecución de la ANEP 
considerando al Codicén y a los distintos consejos desconcentrados. Aquí se puede ver el mismo total 
de ejecución que aparecía en la primera transparencia, es decir, un 98,36%, la ejecución a nivel de 
cada uno de los consejos desconcentrados que van desde 99,96% para enseñanza primaria, 99,80% 
enseñanza secundaria, 98,71% para educación técnico profesional, 98,59% para el consejo de 
formación en educación y 85,37% en el caso del Codicén. Me gustaría hacer alguna apreciación en 
relación a esto. La primera es que cuando estamos hablando del Codicén están todos los gastos 
asociados a la Dirección Sectorial de Infraestructura que hace obras para todos los consejos, los 
correspondientes al programa de apoyo a la escuela pública, fundamentalmente asociado a escuelas 
de tiempo completo y a formación en servicio, y los asociados al programa de apoyo a la educación 
media y a la formación en educación que apoya a los distintos consejos, en su mayor parte en obras de 
infraestructura, pero también en otras actividades. Paepu, es cofinanciado con el Banco Mundial y 
Paemtfe, es cofinanciado con el BID. 


También quiero explicar que en el Codicén están estos conceptos dentro de los saldos no 
ejecutados correspondientes a ejercicios vencidos y a fondos de inasistencias que se trasladan al año 
siguiente y que, como les decía, tienen destinos específicos. 


¿Cómo es la participación relativa de cada unidad ejecutora en la ejecución total? Primero, 
en la ejecución total el Consejo de Educación Primaria, participa en un 44,75%; el Consejo de 
Educación Secundaria, participa en un 28,63%; el Consejo de Educación Técnico Profesional, 14, 39% 
y el Consejo de Formación en Educación, 4,42%. Los señores senadores también pueden apreciar que 


el Codicén participa 7,81%, pero como decía anteriormente, si nosotros quitamos lo correspondiente a 
los programas Paepu , Paemfe y Dirección Sectorial de Infraestructura, el peso del Codicén en el total 
sería de un 2,96%. 


La transparencia siguiente muestra cómo fue la ejecución considerando las distintas fuentes 
de financiamiento: rentas generales, endeudamiento externo, recursos con afectación especial. 


¿Qué podemos ver? La financiación rentas generales y, en términos globales, podemos ver 
que se ejecutó el 99,7% de los recursos provenientes de dicha fuente. 


¿Qué pasó con el endeudamiento? Los fondos de endeudamiento ejecutados a través del 
Programa de Apoyo a la Escuela Pública y a través del Programa de Apoyo a la Educación Media y 
Formación en Educación fueron ejecutados en un 100%. 


Los recursos con afectación especial, por ejemplo, el Impuesto de Primaria, que es el que 
tiene un mayor peso en el total, tiene una ejecución de 79,9%. Entonces, nuevamente, realizamos la 
aclaración de que la mayor parte de los saldos no ejecutados de los recursos con afectación especial 
refieren al Fondo de Inasistencias y saldo no ejecutado de ejercicios vencidos cuyos saldos se 
transfieren al ejercicio 2016 y que, como decía anteriormente, tienen destinos específicos. 


Cuando analizamos cómo se financia la ANEP de acuerdo a sus distintas fuentes de 
financiamiento podemos apreciar que la fuente más importante con la que cuenta es Rentas Generales 
que, en la ejecución, está representando 93,6% del total; luego, los recursos con afectación especial, 
5,43 % y luego el endeudamiento externo, 0,97%. Si nosotros quisiéramos hacer un análisis, por 
ejemplo, con los ejercicios, con cortes en el 2005, 2010 y 2015 se ve que ha ido disminuyendo 
progresivamente la fuente de financiamiento endeudamiento externo. También podemos decir lo mismo 
en relación a los recursos de afectación especial, que se debe al mayor incremento relativo de la fuente 
de financiamiento Rentas Generales. 


Como ya dije también nos interesa mostrar uno de nuestros recursos con afectación especial, 
el Impuesto de Primaria, y nos gustaría mostrar los destinos asociados a la ejecución del año 2015. El 
63,15% es para alimentación escolar; también tenemos partidas de limpieza; transferencia a 
comisiones de fomento y transporte escolar. Está más claro en el siguiente gráfico donde se ve la 
preponderancia de la alimentación escolar y después de otros conceptos de gastos asociados al 
Consejo de Educación Inicial y Primaria, concretamente, a los niños que se atienden allí. 


Ahora, en una mirada a mediano plazo nos interesa mostrar la evolución de la ejecución 
funcional del presupuesto por toda fuente de financiamiento. Por lo que nos muestra la gráfica ha 
habido una tendencia creciente en términos reales, tanto en remuneraciones, en gastos de 
funcionamiento como en inversiones. En el caso de las inversiones hubo un crecimiento importante en 
el año 2011 que se debió a la creación del Fondo de Infraestructura Pública que implicó que la ANEP 
pudiera atender con mayor énfasis las distintas necesidades asociadas a locales educativos. 


Hay otra manera de mostrarlo: si tomo 100 como base, en el 2015 tenemos 227,1% —sería el 
valor de ese índice—; en gasto —con la misma base— 138 %; y en inversiones, 223%. Es importante 
destacar que en el caso de las remuneraciones se reciben los distintos aumentos reales y por IPC, no 
así en el caso de las inversiones y los gastos. 


También a mediano plazo vemos la ejecución presupuestal por alumno matriculado de la 
ANEP, que ha tenido una tendencia creciente. El gráfico anterior, si lo separamos por los distintos 
consejos, nos muestra una tendencia creciente en todos los consejos. Acá tenemos que hacer una 
pequeña precisión: en el caso del consejo de formación en educación, donde se ve un aumento muy 
importante entre 2014 y 2015, los criterios para contabilizar la matrícula cambiaron esos datos y no 
serían exactamente comparables. 


Vayamos a ver la evolución —lo mismo que vimos recién pero mostrado de otra manera— de 
la ejecución presupuestal por alumno matriculado por consejo. Partiendo de 100 en 2015 en primaria 
tenemos 237,8%, en la CES 222,6%, en UTU 195,9 % y en CFE, prefiero tomar lo del 2014 para evitar 


este efecto de cambio en el criterio de matrícula, 178,2%. Si nosotros queremos tener una visión un 
poco más próxima a los dineros en pesos, a valores del año 2016, tenemos la ejecución presupuestal 
por alumno matriculado en cada uno de los consejos y es la siguiente: 65.679 en primaria, 64.336 en 
CES, 77.269 en UTU y en CFE, por la misma razón que explique prefiero tomar el valor del año 2014, 
son 85.342. 


Otro tema que nos pareció interesante mostrar, es la evolución de los salarios nominales 
docentes a valores del 1% de enero de 2016 para distintos grados y categorías: maestros 20 horas, 
profesor primer ciclo y profesor segundo ciclo, para los distintos grados y algunos grados 
seleccionados, grado 1, grado 4 y grado 7. Allí también vemos una tendencia creciente. 


Lo mismo puede decirse a partir de este gráfico en relación a la evolución de los salarios 
nominales no docentes. Para tener una idea un poco más material de qué significan estos salarios a 
valores del 1% de enero de 2016 para los distintos grados y categorías —maestro efectivo, profesor 
segundo ciclo, profesor primer ciclo efectivo y distintas categorías de personal técnico, administrativo y 
de servicio- podemos ver cuáles serían estos sueldos nominales. 


A vía de ejemplo, un maestro efectivo grado 1, a precios del 2016, percibe $ 23.812; un 
profesor de segundo ciclo, $ 23.981; un profesor de primer ciclo, $ 23.662; y un auxiliar de servicio, $ 
21.469. En todos los casos se toman las categorías más bajas para dar los ejemplos. 


Esto es todo con relación a una presentación breve de la rendición de cuentas 2015. 


SEÑOR NETTO.- A continuación, seguimos con los artículos que no requieren costo y que se han 
presentado en esta rendición de cuentas. 


SEÑORA GUINOVART.- Pasamos ahora al análisis del articulado que presentó la ANEP en esta 
rendición de cuentas. 


En el artículo 1* la intención era que los distintos dineros —por decirlo de alguna manera-—, así 
como los bienes muebles o inmuebles transferidos al Fondo de Infraestructura Educativa Pública, todos 
ellos estén exonerados de obligaciones tributarias que recaigan sobre su constitución, su actividad, sus 
operaciones, su patrimonio y sus rentas. Al respecto, debo decir que, haciendo una revisión 
pormenorizada de la Ley n.* 19355, el artículo n.* 730 realiza una modificación del que fue el artículo 
n.* 833 que contempla lo que nosotros pedimos por este artículo 1*. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces está vigente. 
SEÑORA GUINOVART.- Exacto. 


En la instancia de la rendición de cuentas en la Cámara de Diputados esto no fue aprobado, 
pero evidentemente esta es la razón. 


En el artículo 2” planteamos que la ANEP comunicará las altas de su personal a la Oficina de 
Gestión de Afiliaciones del Banco de Previsión Social, en el plazo de 72 horas hábiles a contar de la 
fecha del efectivo ingreso del trabajador, excepto durante los ejercicios 2017 y 2018 que lo comunicará 
en el plazo de seis días hábiles a contar de la fecha del efectivo ingreso del trabajador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido disculpas por la interrupción, pero sería bueno que la Mesa fuera 
aclarando a qué artículo corresponde del proyecto aprobado. Si no me equivoco, este artículo 2" 
corresponde al artículo 122 aprobado por la Cámara de Representantes. De esa manera, podemos ir 
haciendo el seguimiento. 


SEÑORA GUINOVART.- Cómo no. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo 19 no corresponde a ninguno porque no se votó directamente, 
pero sí sería bueno que hiciera la aclaración en cada caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a ir haciendo referencia a los artículos que tenemos 
presentados. 


SEÑORA GUINOVART.- El espíritu artículo 22 era contar con una mayor flexibilización, dado que la 
ANEP, como todos ustedes saben, tiene una dispersión territorial muy grande y cumplir con el plazo 
actual de 24 horas no es sencillo. Entonces, el no cumplirlo implica multas. Es por eso que estamos 
pidiendo para los años 2017 y 2018 un plazo mayor. Como indicaba el señor senador, esto tiene la 
aprobación de la Cámara de Representantes a través del artículo 122. 


En el artículo 3% se pide exonerar a las unidades ejecutoras que conforman la Administración 
Nacional de Educación Pública, de la aplicación de multas por alta tardía de actividad y afiliación 
mutual en el Banco de Previsión Social, siempre que el funcionario cuente con actividad abierta dentro 
de esa administración. ¿Qué es lo que se pretende? Que la ANEP sea considerada una única 
institución. Entonces, si un trabajador ya está dado de alta en UTU, si por alguna razón tiene un alta 
tardía porque entra a trabajar en secundaria, no se consideren las multas asociadas a esa alta tardía. 
Este artículo no fue aprobado en la instancia de la Cámara de Representantes. 


En el artículo 4% -que corresponde al artículo 116 del proyecto de ley aprobado en la Cámara 
de Representantes-se pide agregar al artículo 8” del Decreto-Ley n.* 15167, de 6 de agosto de1981, 
un literal d). Se trató de incluir como posibilidad para la Administración Nacional de Educación Pública 
contratar docentes jubilados para actividades esporádicas y ocasionales como, por ejemplo, tribunales 
de concurso y formación de formadores. 


En el artículo 5 —que corresponde al artículo 117 del proyecto de ley aprobado en la Cámara 
de Representantes— se solicita extender hasta el 31 de diciembre de 2016 el plazo previsto en el 
segundo inciso del artículo 671 de la Ley de Presupuesto para que la Asociación de Trabajadores de 
Enseñanza Secundaria se incorpore, mediante la suscripción correspondiente, al convenio colectivo 
alcanzado el 21 de diciembre de 2015. 


Voy a explicar brevemente la situación. En el artículo 671 de la Ley de Presupuesto se 
preveían partidas para incremento salarial, presentismo e inequidades. Estas partidas —que estaban en 
la parte de partidas a reaplicar— para ser volcadas a la ANEP implicaban tener un acuerdo firmado al 
final del año 2015 entre los trabajadores y la ANEP. El 21 de diciembre de 2015 firmó por ANEP la 
Federación Uruguaya de Maestros, Trabajadores de Enseñanza Primaria y Fenapes. Luego, por 
convenios complementarios, se firmaron el 23 y 31 de diciembre con Afutu y la Unión de Funcionarios 
del Codicén. Posteriormente, en el año 2016, la Asociación de Trabajadores de Enseñanza Secundaria 
comunicó su disposición a suscribirse al convenio y, con fecha 29 de junio de 2016 se realizó un acta 
de acuerdo integrada por una parte por la ANEP y, por otra por la CSEU, en presencia de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, del Ministerio de Economía y Finanzas y del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, acuerdan la voluntad de suscribirse a los acuerdos firmados el 21 de diciembre de 
2015 y complementados por los acuerdos del 23 y 31 de diciembre de 2015 y del 30 de abril de 2016, 
es decir el acuerdo entre la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza, CSEU y la Asociación de 
Trabajadores de Enseñanza Secundaria. Luego, en el punto segundo, la Administración Nacional de 
Educación Pública se compromete a incorporar en su mensaje de Rendición de Cuentas de 2015 la 
solicitud de extensión al 31 de diciembre de 2016 del plazo previsto en el inciso segundo del artículo 
671 que es lo que figura en el artículo que presentamos. Un tema no menor es el que figura en el punto 
tres, donde dice que las partes concuerdan que de ser aprobada dicha extensión de plazo, se 
formalizará un convenio a regir a partir del 1% de enero de 2017 que permita la aplicación en forma no 
retroactiva de los incrementos reales acumulados de los años 2016 y 2017, etcétera. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quisiera que quedara clara la resultancia de este artículo. Si se extiende el 
plazo, a partir de 2017 todos los trabajadores no docentes de secundaria van a estar comprendidos 
por el convenio salarial que ya está vigente para el resto que lo ha firmado. 


SEÑOR NETTO.. Sí, pero no es retroactivo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me pregunto si no habría que dejar establecida claramente la posición de la 
ANEP en cuanto a que no es retroactivo. Veo que tienen un acuerdo que nosotros no tenemos y eso no 
está plasmado en el artículo que vamos a aprobar. Por tanto, sería bueno tener esa información. Lo 
digo para dar seguridad y evitar futuros procesos judiciales. 


SEÑORA GUINOVART.- Acá tenemos el acuerdo, por lo que podríamos sacarle fotocopias para 
dejárselos. Es el tercer punto del acta de acuerdo. 


El artículo 6% —asociado al 118 de la instancia anterior— apunta a sustituir el primer inciso del 
artículo 23 de la Ley n.* 19133 por el siguiente que dice: «Los organismos del Estado y las personas 
públicas no estatales deberán contratar jóvenes bajo la modalidad de primera experiencia laboral, en 
un número al menos equivalente al 50% (cincuenta por ciento) de sus contrataciones anuales de 
becarios y pasantes, a excepción de la Administración Nacional de Educación Pública que podrá 
hacerlo en un número equivalente al 20% (veinte por ciento)» ¿Cuál es el fundamento de este artículo? 
Por un lado, la ley de empleo juvenil establece la contratación de, al menos, el 50% de becarios y 
pasantes bajo la modalidad de primera experiencia laboral y, por otro, el artículo 31 del Decreto 
Reglamentario 115/015 establece que los jóvenes postulantes se seleccionarán mediante mecanismos 
abiertos y públicos y las contrataciones se realizarán bajo ciertas condiciones establecidas en los 
artículos 12, 13 y 14. Ahora bien, ¿qué pasa con la ANEP? Instrumenta el sistema de becas y 
pasantías como parte de la formación de sus estudiantes y egresados y, por lo tanto, en esa formación 
se intenta, a través de esas becas y pasantías, que el estudiante salga formado para un mejor 
desempeño y desarrollo de sus competencias en las áreas correspondientes. Entonces en función de 
ello, solicitamos que ese 50% sea sustituido por un 20%. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera hacer una corrección sobre la redacción para que se tome nota. Al 
final, cuando se dice «en un número equivalente», debiera decir « en un número al menos equivalente» 
para guardar coherencia. 


SEÑOR PARDIÑAS.- De los antecedentes de esta ley se desprende que hubo un fuerte 
involucramiento del Ministerio de Desarrollo Social a través del Instituto Nacional de la Juventud. Por 
tanto, quisiera saber si el referido instituto ha sido partícipe de esta iniciativa, es decir si ha sido 
consultado, no como determinante, pero sí para conocer la mirada de quien tiene la responsabilidad de 
las políticas sectoriales específicas del sector juvenil sobre esta norma que, sin lugar a dudas, apunta 
fuertemente a quebrar algo difícil como es la primera experiencia laboral. 


SEÑOR NETTO.- Me parece razonable el planteo. Este artículo se basa en aceptar una realidad que 
creo que, en definitiva, es beneficiosa para la población en su conjunto, que es reencontrarse con una 
propuesta educativa que reorienta su vida profesional. Tenemos un número muy importante de 
personas que, mediante las nuevas propuestas que ofrece la educación pública, encuentran un lugar, 
aunque tal vez en el pasado hayan desarrollado alguna actividad laboral no vinculada específicamente 
a lo que están estudiando. La cantidad de personas que participan en la educación media superior, 
más allá de las claras problemáticas que aquí se han planteado —después podremos profundizar en 
ellas—, como la de la extra edad —elemento en el que es importante trabajar para tratar de revertirlo—, 
hace que muchos jóvenes que han tenido una primera experiencia laboral se reencaucen en una 
formación profesional y no tengan la oportunidad, en su volumen, de desarrollar una pasantía curricular 
de la especialidad que están estudiando. Se pide esta consideración particular para el ente por el 
importante número de jóvenes que reencuentran una propuesta educativa y reorientan su profesión, 
pero el haber tenido alguna experiencia laboral los inhibe de participar en volumen en esta práctica. A 
eso se debe esta solicitud. 


SEÑORA GUINOVART.- Finalmente, el artículo 7? —que se asocia con el 119 y el 120 aprobados por la 
Cámara de Representantes- dice que, actuando en el marco de la normativa que rige las 
contrataciones estatales —es importante recalcar esto— y el accionar específico del ente, la ANEP podrá 
afectar los créditos existentes para el arrendamiento de inmuebles, así como los que se generen por la 
enajenación de bienes inmuebles que no tengan destino educativo, al cumplimiento de obligaciones 
asumidas en virtud de operaciones concertadas a nivel nacional con instituciones bancarias y/o 
financieras, con la finalidad de adquirir bienes de esa naturaleza. Detrás de este artículo está la 


voluntad de la ANEP de utilizar recursos que en este momento se destinan al pago de alquileres para 
la adquisición de inmuebles que sean de utilidad para algunas de las oficinas de la administración, 
pensando también en una racionalización del gasto. 


En el artículo 119 se autoriza a la Administración Nacional de Educación Pública a afectar los 
excedentes de los créditos existentes para el arrendamiento de inmuebles, así como los créditos que 
se generen por la enajenación de bienes inmuebles que no tengan destino educativo, al cumplimiento 
de obligaciones asumidas en virtud de operaciones de compraventa de inmuebles concertadas, a nivel 
nacional, con la finalidad de adquirir bienes de esa naturaleza. La Administración Nacional de 
Educación Pública comunicará al Ministerio de Economía y Finanzas las reasignaciones de créditos 
presupuestales correspondientes. 


Por su parte, el artículo 120 establece que se autoriza a la Administración Nacional de 
Educación Pública a contraer un préstamo con el Banco de la República Oriental del Uruguay, por un 
monto de hasta el equivalente a USD 2:500.000, con destino a la compra de un inmueble. También 
establece que las obligaciones emergentes del préstamo serán cubiertas de acuerdo a lo previsto en el 
artículo precedente, y que el BROU dará cuenta de las condiciones financieras de la operación al 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR HEBER.- Damos la bienvenida a las autoridades de la ANEP; es un gusto recibirlas en esta 
comisión. 


Con respecto al artículo 120 mencionado por la economista Guinovart, que autoriza a la 
ANEP a contraer un préstamo por hasta USD 2:500.000, vimos que en otras reparticiones del Estado — 
concretamente, en el Ministerio de Salud Pública— se plantea la creación de una suerte de fideicomiso. 
No soy partidario de que pululen los fideicomisos en la administración, pero frente a la confesión de no 
poder realizar donaciones y dados los bienes que tiene en su poder el Ministerio de Salud Pública, 
genera un fideicomiso con la posibilidad de enajenar, vender, o sea, transformar sus bienes en 
hospitales y policlínicas, que son inversiones muy importantes. Quizás este sea el momento de 
plantear este asunto. 


Reiteradamente se ha planteado el tema de dedicar personal a identificar todos los bienes que 
tiene la administración en su poder, de modo de establecer un valor para construir lo que sí es 
necesario. Muchas veces se tienen apartamentos, casas y hectáreas —no grandes extensiones— que no 
son necesarios. Por más que a veces uno proyecte crecer en materia de aulas en el interior de la 
república, no siempre existe la posibilidad de ocupar todos esos terrenos. 


Creo que esta es una buena idea porque parece que la administración no tiene personal 
capacitado para dedicarse a la identificación, titulación y venta o enajenación de esos bienes. 
¿Ustedes han pensado en algo similar? Quizás están viendo que hay muchas propiedades a nivel de la 
Administración Nacional de Educación Pública porque sabemos que hay muchas donaciones, muchos 
bienes, pero a veces cuesta mucho convertirlos en lo que de alguna manera está pidiendo a gritos la 
administración que son recursos, incluso, para abonar este préstamo, que es con el Banco de la 
República pero de todas maneras hay que pagarlo. 


SEÑOR NETTO.- Me gustaría aclarar que la administración tiene un plan definido que, dependiendo de 
las situaciones, puede tener cierto grado de flexibilización en lo que tiene que ver con las obras 
proyectadas para el quinquenio y que claramente ha jerarquizado el presupuesto en los centros 
educativos en la expansión de la educación a la que nos estamos abocando. 


Por lo tanto, la administración como tal, particularmente el Codicén y el Consejo de Educación 
Secundaria, tienen todas sus oficinas en ámbitos donde la manera de financiamiento es a través del 
pago de alquileres. La administración, a través de estos dos artículos, pretende subsanar esa situación 
y utilizar el dinero de los alquileres para adquirir bienes y solucionar en forma definitiva esa situación 
histórica que se arrastra. 


El segundo punto que mencionó el señor senador ya lo hemos discutido. Inclusive, hemos 
avanzado y ustedes nos han dado el aval para ello. A su vez, el primer artículo —que la economista 


Guinovart aclaró que ya está contemplado a nivel legal- tiene que ver con el pasaje de la venta y el 
incremento de los bienes que va procesando la administración hacia la CND. En principio, distintas 
lecturas nos habían mostrado que desde la administración no arrastrábamos los mismos beneficios de 
carácter impositivo y por eso solicitamos ese artículo. Pero reitero que hemos discutido el tema y 
estamos trabajando en ello. Es más, se ha hecho un relevamiento muy importante de todos los bienes. 
La situación, desde el punto de vista notarial, es muy diversa y nos parece importante seguir en esa 
línea y poder considerarla, siempre y cuando las condiciones sean del orden de las que hoy la 
administración puede manejar en términos de remate o venta a través del pasaje a la CND. 


SEÑOR BORDABERRY.- Parece muy sensato y razonable lo que están planteando: dejar de pagar 
alquileres y con ese dinero ser propietarios. Esto no resiste el más mínimo análisis. Por lo tanto, 
obviamente, vamos a apoyarlo. 


Nuestra preocupación se agrega a la del senador Heber en dos puntos. La primera refiere a la 
profesionalización de las ventas. Normalmente, lo que uno ve en estos casos es que se saca un edicto 
en el diario oficial y demás, y uno sabe que hay momentos y formas de vender. El tener todo 
centralizado y vender en el momento adecuado es esencial, y para eso se necesita una 
profesionalización que rinde mucho más de lo que nos imaginamos. 


Por otro lado —no tienen por qué decirlo ahora, pero si lo tienen, les pido que me lo envíen-, 
me gustaría contar con un comparativo entre los alquileres y la compra —de USD 2:500.000-, sobre 
todo de los gastos de funcionamiento. Muchas veces nos limitamos a comparar el arrendamiento con la 
compra, pero después viene lo otro y voy a poner un ejemplo. Hace unos días concurrieron a esta 
comisión los representantes del Tribunal de Cuentas. Este organismo adquirió un edificio formidable 
que era la vieja casa donde estaba La Ópera, lo reformuló y está pronto, pero no tiene el dinero para 
hacerlo funcionar. Vino a solicitarnos el dinero para hacerlo, pero no se lo estamos dando. Por lo tanto, 
ahora tiene un edificio nuevo, en forma, pero sigue estando en el viejo porque no lo puede hacer 
funcionar. 


En resumen, tan importante como comprar y dejar de pagar arrendamiento es ver los nuevos 
costos que se generarán para compararlos con los anteriores y hacer una previsión hacia el futuro. 


Sé que estoy pidiendo algo muy detallado. Si tienen la información ahora, bien, pero si no, 
les agradezco que me la envíen después. 


Muchas gracias. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Quiero dejar una constancia porque creo que hay una diferencia con lo que 
planteó el Tribunal de Cuentas, ya que en este caso el edificio alquilado no se mantendría y los gastos 
de funcionamiento pasarían de un edificio alquilado a otro que sería propio. 


En el caso del Tribunal de Cuentas, se trató de una ampliación de la disposición de metros 
cuadrados. Se mantiene el edificio antiguo con sus gastos de funcionamiento y al aparecer el edificio 
nuevo surgen nuevos gastos. 


Me parece que hay una diferencia y quería dejar constancia de ello en la versión taquigráfica. 
Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quizás la señora senadora Topolansky no me entendió o, con seguridad, yo 
no me expliqué bien. Lo que digo es que hoy tienen una situación y están planteando otra nueva. Lo 
mismo le pasó al Tribunal de Cuentas, que tenía una situación y planteó otra nueva, que era un nuevo 
edificio mediante el cual iba a ampliar sus instalaciones. Lo que no se hizo en ese momento fue poner 
en el presupuesto el costo de la nueva situación. Tal vez la nueva situación en funcionamiento tenga un 
costo menor que el actual, lo que sería un argumento más para lo que están haciendo y estaríamos 
más que de acuerdo; de repente tiene el mismo costo y serviría porque se ahorraría los 
arrendamientos, pero quizás esto tenga un costo mayor. Por eso hay que prever cómo va a funcionar 
para saber cuáles serán esos costos. Sencillamente, pedimos que se prevea esa situación —que no 


previó otro organismo— para contar con los datos correspondientes y poder cumplir adecuadamente 
nuestra tarea de contralor en la rendición de cuentas. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR NETTO.- Por supuesto que tomamos nota de la solicitud del señor senador Bordaberry, pero 
cabe aclarar que el arrendamiento supone los gastos de funcionamiento de lo que se está arrendando, 
pero también una dispersión de lugares que, además del tema económico, complejiza la gestión, el 
monitoreo y la organización del trabajo. 


El hecho de que el sistema haya seguido creciendo durante varias décadas hace que 
tengamos que contratar espacios que quedan a cierta distancia unos de otros y eso complejiza 
claramente lo que es la gestión. 


No tenemos ningún inconveniente en entregar esa información, pero para poder hacer ese 
comparativo tendríamos que proceder a cerrar algún negocio en particular y, si bien lo estamos 
conversando, necesitamos ciertos avales —claramente, este es uno de ellos— para poder hacerlo. Una 
vez que esto se lleve adelante podremos hacer un comparativo entre lo que estamos gastando en la 
situación actual y lo que pasaríamos a gastar una vez que se concrete la compra de los edificios 
respectivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha culminado la exposición de la ANEP. 
(Dialogados). 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Faltaría el artículo 121, que tiene que ver con los funcionarios asignados a 
la gestión del impuesto de enseñanza primaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un artículo que el Ministerio de Economía y Finanzas explicó 
oportunamente. 


SEÑOR MICHELINI.- En el artículo 121 tenemos un problemita de redacción con respecto a la 
mención de la causal jubilatoria. En la redacción espejo con la DGI, esta explica que, por supuesto, no 
se lleva personal que tenga causal jubilatoria, pero las personas que se quedan en Primaria deberían 
ser tratadas de la misma forma que aquellas que se encargaban de la recaudación del impuesto y no 
debe hacerse diferencia entre quienes tienen causal y aquellos que no la tienen. Creo que ese es un 
error y lo corregiremos, pero es bueno tener el aporte de la ANEP. 


SEÑORA MOTTA.- Buenos días. Es un gusto para mí estar conversando y discutiendo en el día de hoy 
sobre algunos aspectos de la rendición de cuentas de la ANEP. Este artículo en particular da cuenta de 
un largo proceso que se ha llevado adelante en conjunto con los funcionarios asignados a la gestión 
del impuesto de enseñanza primaria encargados del cobro, a partir de la ley que se votó en este ámbito 
sobre el pasaje de la recaudación de ese impuesto a la DGI. En esa ocasión no se tomó ningún 
recaudo respecto a los funcionarios que hoy revisten funciones en la gestión del impuesto de 
enseñanza primaria y, por eso, es necesario que se considere tanto a quienes quieran pasar a la DGI, 
como a los que prefieran mantenerse dentro del organismo. 


Han surgido cuestiones que es importante tener en cuenta y que tienen que ver con las 
condiciones tanto de pasaje a la DGl como de permanencia en el organismo, porque esos funcionarios 
cobran partidas especiales que todos los años se han votado y, de alguna manera, forman parte de la 
remuneración que perciben al día de hoy. Por ese motivo, entendemos que es necesario llegar a un 
acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas, dado que algunos pasarían a la DGI pero habría 
que mantener condiciones similares en el caso de los funcionarios que permanezcan en el organismo; 
la Administración debe tener la posibilidad de redistribuirlos de acuerdo con las necesidades del 
servicio. Nosotros consideramos que este es un tema importante. Obviamente, no vamos a ofrecer a 
los funcionarios las mismas características, pero hay otras dependencias donde pueden cumplir 
funciones y eso tiene que quedar en manos de la Administración. 


Otro aspecto a tener en cuenta son las características con las cuales deben incorporarse. 
Creemos que es posible otorgar las mismas partidas o compensaciones personales que van a ir 
absorbiendo los funcionarios que pasen a la DGI en la medida en que concursen y asciendan en la 
carrera a los que permanezcan en la ANEP. 


En cuanto a lo que se planteaba sobre la causal jubilatoria, obviamente tenemos algunos 
funcionarios en esa situación. En el caso de la ANEP, el tratamiento debería ser igual para todos sus 
funcionarios, de manera que aquellos que estén en condiciones de jubilarse y quieran hacerlo, puedan 
realizarlo; de lo contrario, se los incorporaría de la misma forma y se les reasignaría su función en otra 
dependencia de la ANEP. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar una constancia. Cuando el señor senador Bordaberry propuso que 
esto pasara a la DGl acordamos que naturalmente esto no afectaría los salarios de los trabajadores. 
Los que pasan a la DGI son voluntarios, es decir que tiene que haber una aceptación por parte de la 
DGl y también de la persona. 


Cuando el artículo 121 expresa «y no tengan configurada causal jubilatoria», parecería que 
hay funcionarios que, sin causal jubilatoria y sin pasar a la DGI, serían redistribuidos y se les 
mantendría todo lo vinculado a su salario de acuerdo con la redacción, palabra más, palabra menos. 
Pero también hay que mantener a los que tienen causal jubilatoria. Por lo tanto, creo que la expresión 
«y no tengan configurada causal jubilatoria» debe haber sido un error que se cometió cuando se hizo 
en espejo. Si a la persona que tiene causal y se va a jubilar dentro de dos o tres años le sacamos esos 
recursos ahora, su jubilación va a ser menor. Podemos hacer la corrección nosotros, pero me parece 
que es bueno preguntarlo. Insisto en que la expresión «y no tengan configurada causal jubilatoria» 
debe ser un error. Solicito que las autoridades de la ANEP lo estudien y, en todo caso, después nos 
den su opinión. 


SEÑOR PARDIÑAS.- El hecho que reafirma el señor senador Michelini es que la DGI señaló que a 
aquellos que tenían causal jubilatoria no los iba a llevar, pero van a quedar en la ANEP. En la norma de 
redistribución de la ANEP no puede estar el «tener causal jubilatoria»; de lo contrario, no van a poder ir 
a la DGI y en la ANEP no van a ser distribuidos y, por lo tanto, van a perder ingresos. Esta es la 
situación. 


SEÑORA MOTTA.- Nosotros no enviamos este artículo porque entendimos que la redistribución era 
una potestad de la administración, dado que son funcionarios de la administración. Esto no significa 
que tengamos objeciones a que exista este artículo, pero insisto en que ese es el motivo por el cual no 
se envió dentro del articulado. Como dije anteriormente, creemos que todos los funcionarios que 
pertenecen al organismo deben tener las mismas condiciones; tengan causal jubilatoria o no tienen que 
poder ser redistribuidos según las necesidades del servicio. La condición sería la manutención de las 
remuneraciones que tienen al día de hoy, sin que esto —y quiero destacarlo- genere inequidades 
dentro del organismo, porque podemos llegar a tener funcionarios que, realizando una misma tarea, 
estén cobrando de forma diferencial, y ese es un problema. Por lo tanto, debe quedar bien clara la 
forma de procesar esto y la condición de que estos funcionarios, en la medida en que vayan 
ascendiendo en su carrera y absorbiendo estas compensaciones, también sigan haciendo su carrera 
funcional dentro del organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este era el último artículo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hay dos artículos más que, si bien no están dentro del articulado 
correspondiente a la ANEP, quizá puedan afectarlos y por eso voy a hacer una consulta. 


El primero es el artículo 66 del proyecto de ley de rendición de cuentas por el cual —no sé si 
las autoridades que nos visitan están enteradas de esto, pero deben estarlo— el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería va a crear una fundación con la ANEP. La fundación se va a llamar «Industria del 
Futuro» y estamos de acuerdo en cuanto a su objetivo, pero nos gustaría saber qué grado de 
participación tuvo la ANEP, en especial, en lo que hace a los recursos. En ese artículo se establece que 
la ANEP va a «transferir a título gratuito a la Fundación, en carácter de aporte, los bienes muebles e 
inmuebles necesarios para la instalación de la sede de la misma» y, obviamente, nos gustaría conocer 
su opinión sobre eso. 


Asimismo, quiero hacer una consulta sobre el artículo 5 del proyecto de ley de rendición de 
cuentas, en el que la ANEP no tiene una participación directa, pero por el cual le salió un competidor. 
La Oficina Nacional del Servicio Civil nos dice que va a brindar cursos de formación terciaria no 
universitaria y, además, va a expedir títulos que se van a registrar en la Dirección de Educación del 
Ministerio de Educación y Cultura. Sabemos que la Oficina Nacional del Servicio Civil es una entidad 
pública. Entonces, nos gustaría conocer la opinión de las autoridades de la ANEP sobre este artículo 
5%, en especial, a la vista de lo expuesto en el artículo 202 de la Constitución. 


Asimismo, quisiera hacer una tercera consulta; si el señor presidente lo estima pertinente, 
plantearé todos los temas juntos. Es la última pregunta que formulo por ahora y tiene que ver con un 
pedido de informes que realicé. 


Ya que al comienzo hicieron una presentación tan completa, voy a formular una consulta y un 
pedido. Quisiera solicitar que cuando nos traigan la información unifiquen los años. Creo que es muy 
bueno y sustancioso el material que presentaron, pero algunas son comparaciones con el año 2005, 
otras con 1991. A veces cuesta seguir la información cuando se compara contra años diferentes. 
Quisiera que en algún momento se unificara la comparación porque no sabemos contra qué año 
vamos, si 2010, 2005, 2000, 1995 o el que sea. Tal vez sería mejor traer toda la serie; eso nos 
ayudaría un poco. Cuando se trata de ver el bosque, se aprecia mejor. 


La consulta en sí —creo que hace poco recibieron un pedido de informes que yo envié— está 
referida a lo que sucedió hace pocos días en Fray Bentos, cuando vimos al presidente de la república 
en una escuela haciendo política partidaria, criticando a la oposición. Cuando el presidente de la 
república va a una escuela y, rodeado de niños, ataca a la oposición nos parece que se da una 
violación gravísima del artículo 58 de la Constitución porque yo, como senador, no voy a pedir ir a una 
escuela pública para criticar al presidente de la república. Estoy seguro de que si, en lugar de tener 
este ámbito parlamentario para hacer anotaciones políticas, tomamos a las escuelas como sitio para 
hacer el debate político, el país va a estar muy mal. Además, creo que eso viola el artículo 17 de la Ley 
n.? 18437. 


Me gustaría saber si la ANEP va a tomar algún tipo de medida —es un organismo autónomo y 
puede hacerlo— o si, por otro lado, nos va a dar a todos los legisladores la oportunidad de ir a las 
escuelas a contestarle al presidente cuando este nos dice lo que nos dice. En lo personal, no quiero 
hacerlo, porque quiero a la escuela pública, la laicidad y la independencia, pero las reglas tienen que 
ser para todos por igual porque en este país somos todos iguales, desde el ciudadano común hasta el 
presidente de la república, desde el senador hasta el presidente de la república. 


Así que me gustaría saber si va a tomar alguna medida, si van a hacer algún tipo de gestión 
para que esto no se repita o si, en definitiva, el debate político se va a trasladar a las escuelas, lo que 
sería un desastre para el país todo. 


Gracias. 


SEÑOR NETTO.- En primer lugar, me gustaría hacer referencia al artículo 66 que tiene que ver con la 
generación de una fundación con esa denominación. Diría que en términos conceptuales, desde hace 
tiempo es, claramente, una postura de la administración. Me refiero a poner los centros educativos en 
red en carácter asociado, pero también abiertos a la sociedad. Por lo tanto, hay disponibilidad de 
infraestructura, de nucleamiento de equipamiento y de capacidades en los distintos territorios del país, 
y la administración no puede hacer un uso parcial cuando la demanda a nivel de la sociedad es tan 
importante. Cuando hablamos de centros asociados en red y de la disponibilidad material para 
desarrollar un conjunto importante de políticas de formación con distintas instituciones es que toma 
sentido el hecho de proponer una fundación de estas características que no se logra con el 
presupuesto de la administración. ¡Claramente no lo es! Pero sí con los acuerdos y convenios que 
viene llevando adelante la administración con muchísimas instituciones, con la disponibilidad de 
material, de propuestas educativas y de capacidades humanas para poder socializar conocimientos 
más allá de las 700.000 personas que hoy están matriculadas como estudiantes dentro de la educación 
formal. 


Esto va en la misma línea de preparar a la población en formaciones que nos permitan, de 
aquí a algunos años —aunque es un tema del presente—, generar perfiles profesionales en el conjunto 
de los jóvenes y de los trabajadores, pensando en una forma de organización de los procesos de 
desarrollo a nivel industrial y social en una arquitectura diferente de la que el país ha construido hasta 
el presente. Entonces, cuando habla de la industria del futuro se refiere a un presente que tiene que 
iniciar un rápido proceso para formar de manera masiva al conjunto de los jóvenes y de los 
trabajadores en diversas áreas transversales que tienen que ver con las nuevas lógicas y formas de 
organización de las sociedades pero, particularmente, del trabajo. 


A eso compete la generación de una fundación de estas características que se nucleará, 
insisto, con fondos que no son de la administración y eso, de alguna manera, ha sido una tradición en 
la institución a lo largo del tiempo. Me refiero al hecho de contribuir a generar una política clara sobre 
centros educativos abiertos a la comunidad. Con este espacio, cada vez más rico para la sociedad, se 
dispone de infraestructura al servicio de un conjunto más amplio de políticas que es la que 
particularmente se puede estar desarrollando con los diversos cursos que formalmente la 
administración lleva adelante. Pensar en una industria del futuro significa tener, insisto, una formación 
masiva de nuestra población en nuevas lógicas y habilidades que permitan tener la capacidad de 
decodificar los problemas —a veces los mismo problemas- a través de la adquisición de conocimientos 
necesarios en las formas de organización, insisto, de la sociedad y, particularmente, del trabajo del 
mundo de hoy. De eso se trata conceptualmente el generar un trabajo conjunto de estas 
características. 


Con respecto al artículo 5” le cedería el uso de la palabra a la consejera Laura Motta para 
que lo explique. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me quedan dos dudas con respecto al artículo. Dijo que los recursos no van 
a provenir de la ANEP, por lo tanto, sería bueno saber de dónde van a provenir, porque tampoco 
logramos que lo explicara el ministerio de industria. 


Por otra parte, nos surgen dudas con respecto a la participación de ANEP en el objetivo de 
esta fundación. Uno coincide en la necesidad que planteaba el señor presidente de ANEP pero, en 
cuanto a los objetivos de la fundación, el artículo dice que, en primer lugar, va a promover una alianza 
estratégica y a establecer las bases a través de las cuales las partes desarrollarán actividades, 
programas o proyectos de cooperación en áreas de interés y beneficio mutuo. Quiere decir que ANEP y 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería van a crear una fundación para promover una alianza 
estratégica entre ambos. Parece algo difícil de entender que los integrantes de una fundación la creen 
para promover una alianza. 


Un segundo objetivo es apoyar los planes de enseñanza curricular correspondientes. ANEP 
tiene planes de enseñanza curricular correspondientes, ¿no? Sin embargo, va a hacer una fundación 
con el ministerio de industria para ambos poder apoyar los planes curriculares de ANEP. Bueno, está 
bien, pero luego viene la parte que quizás nos genera más dudas. Se dice que van a ofrecer cursos 
específicos a los sectores productivos, para el perfeccionamiento y certificación de capacidades de sus 
recursos humanos. Esto se haría a través de una fundación; sería una suerte de tercerización 
compartida de eso. 


Por último, con esta fundación, van a asesorar la automatización de procesos en el sector 
productivo. ANEP, junto con el Ministerio de Industria, Energía y Minería y a través de una fundación, 
va a asesorar al sector productivo y, además, va a cobrar por eso. Eso fue lo que dijeron ayer en la 
sesión de esta comisión. Entonces, miren dónde empezamos una fundación bien intencionada y dónde 
estamos terminando: vendiendo servicios a los sectores productivos, a través de una fundación. Esto 
me genera dudas y por eso me gustaría que se profundizara un poco en esto. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Antes que nada quiero hacer una acotación porque la intervención inicial del 
señor senador Bordaberry abarcó no solamente el articulado sino también consideraciones políticas 
sobre el presidente de la república. En lo personal, me interesa descartar que en este país la laicidad 
esté en cuestión porque si hay algo que las autoridades de la educación y todos hacemos —en primer 
lugar el presidente—, es velar por el respeto y cumplimiento de las normas constitucionales, entre las 
que desde hace muchos años se encuentra la laicidad de la educación. Podemos discutir sobre esto 


pero creo que no es el momento para hacerlo. Simplemente dejo la constancia de que no está en juego 
y que entiendo que las autoridades de la educación, tanto las actuales como las anteriores, han 
demostrado siempre un gran celo por defender la laicidad del sistema. 


Por otro lado, quiero hacer un comentario con respecto al artículo 66. Aclaro que ni siquiera 
los propios legisladores tenemos aún la versión taquigráfica de la comparecencia de la señora ministra 
del día de ayer. Es cierto que ANEP tiene participación en esto y como bien dijo ayer la señora ministra, 
este tema ha sido trabajado entre las dos instituciones del Estado. Creo que aquí se plantea el 
involucramiento de estas dos instituciones del Estado para generar una nueva función, a través de una 
fundación pero eso, en cuanto a los recursos, no tendrá como resultado un beneficio para el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería o para la ANEP. Como bien se explicitó, los recursos generados por la 
acción de esa fundación serán destinados al sostenimiento de su actividad. Lo que sí creo importante 
es poder conocer desde la propia ANEP —porque la ministra dijo en el día de ayer que han tenido 
acciones estratégicas de apoyo con, por ejemplo, el Consejo de Educación Técnico Profesional-cómo 
está visualizando en el desarrollo estratégico del conocimiento, de la inserción de ese conocimiento a 
la actividad productiva, que puede fortalecer la generación práctica de esta fundación, inclusive, la 
inserción de pasantes y de estudiantes que, como todos sabemos, muchas veces se lo hace a través 
de empresas directas o, en este caso, puede ser por la actividad de una fundación que tiene la 
posibilidad de insertarse en el sector productivo. Este es uno de los elementos que creo también 
estaría dentro de las posibilidades que ANEP puede desarrollar en esta fundación. 


Me parece que la inclusión, sin lugar a dudas, de asesoramiento u otro tipo de servicios es 
fundamental para poder vincular y llevar un fuerte lazo de lo que se trabaja en la formación y en la 
generación del conocimiento con la práctica de la tecnología y la innovación. Creo que estos son 
aspectos que, tal vez, estén en los objetivos de la fundación y, quizás, la delegación nos pueda aclarar 
a ese respecto. 


SEÑOR AMORÍN.- Simplemente, quiero centrar el tema de la discusión y las preguntas, es decir, qué 
es lo que va a contestar —como ha venido contestando— con absoluta claridad los integrantes del 
Codicén. 


Con respecto al tema de la laicidad, nosotros no queremos hablar del tema filosófico, porque 
estamos todos de acuerdo, estoy absolutamente seguro de que todos estamos de acuerdo porque, 
además, conozco a muchos de los integrantes del Codicén, sé lo que piensan y sé cómo lo van a 
defender. La pregunta fue clara: el presidente Vázquez fue a una escuela e hizo consideraciones 
políticas, claramente, violando en forma grosera la laicidad. La pregunta es qué va a hacer el Codicén 
frente a esa grosera violación de la laicidad. A nosotros nos parece grave y nos parece importante que 
se reaccione. Desde ya digo que yo no voy a ir a una escuela a hablar de política aunque el Codicén 
no diga nada al presidente Vázquez, porque nosotros creemos en ese concepto y no lo violamos; 
aunque otros lo hagan, nosotros no lo vamos a hacer. Pero me parece que esto merece una reacción 
en defensa del Uruguay del que estamos orgullosos, a este Uruguay es al que tenemos que defender. 
Me parece que esa es la respuesta que le pedimos al Codicén. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una precisión con respecto a este punto. 


Claramente no es competencia de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda 
debatir sobre el tema de la laicidad o entrar en una discusión entre los senadores; porque esta es una 
discusión entre los senadores y no entre las autoridades de la educación y los senadores sobre si el 
presidente violó o no la laicidad. Esta es mi interpretación como presidente de la comisión aunque, sin 
duda, que el señor senador Bordaberry ya formuló la pregunta. Creo que excede claramente la 
competencia de esta comisión, perfectamente se puede convocar a las autoridades de la enseñanza, a 
los efectos de debatir sobre el tema de la laicidad. En todo caso, el señor presidente de la ANEP tiene 
la libertad de responder o no a la pregunta porque claramente excede la competencia que esta 
comisión tiene desde mi punto de vista. Más allá de que la pregunta fue formulada el presidente 
definirá si la responde o no. En este sentido, convoco al cuerpo a no entrar en un debate sobre este 
tema porque me parece que esta no es la instancia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con todo el respeto que le tengo y con la ecuanimidad con que, me consta, 
el señor presidente de la comisión dirige estos debates quiero señalar lo siguiente. 


La ANEP nos trajo una rendición de cuentas de lo que hizo, nos mostró una cantidad de 
diapositivas, etcétera, que excede el articulado. Entonces, dentro de esa rendición de cuentas —de la 
que nos mostraron muchos logros—, uno pregunta: «Dígame: entre lo que ha pasado en el último año» 
—porque no es el único caso y lo aclaré— «respecto de violaciones del artículo 58 de la Constitución, y 
con una flagrante que hubo hace unos pocos días, ¿el Codicén va a hacer algo frente a todo eso?». 
Creo que tengo derecho a preguntarlo. Coincido en que no me voy a poner a debatir con el señor 
senador Pardiñas, sino que formulo la pregunta al consejo. Como usted bien dice, el consejo tiene 
libertad de contestar o no; si no quiere hacerlo, no la responde, como ante cualquier pregunta que le 
hacemos. 


En definitiva, le trasladamos nuestra pregunta y él dirá «contesto» o «no contesto». No 
necesita que salga algún amanuense de turno a defenderlo como salió. 


Gracias. 
SEÑORA PAYSSÉ.- ¡Por favor! 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor senador Bordaberry fundamentó su opinión y yo sostengo la que 
manifesté recientemente. En todo caso, decidirá el presidente del Codicén si responde o no. 


SEÑOR MUJICA.- En realidad, pienso que es una discusión muy interesante porque acá están en 
juego dos cosas, reconocidas constitucionalmente, de igual jerarquía: la laicidad y la libertad de opinión 
y de decir que tienen los ciudadanos. Ambos están al tope como valores constitucionales. 


Reitero que es un buen tema para discutir sin necesidad de ofendernos. Puede haber puntos 
de vistas, sinceramente. 


SEÑOR AMORÍN.- Se puede opinar afuera de la escuela. 
SEÑOR NETTO..- Voy a comenzar con la primera pregunta sobre el artículo 66. 


Varios legisladores recordarán —pues tienen presencia de largo tiempo en este rol- que 
hemos estado aquí en diversas oportunidades. Por 2005 estuvimos como director general de UTU y en 
ese momento presentamos al Parlamento un proyecto a desarrollar en más de una década, que era la 
instalación de institutos y polos tecnológicos a lo largo y a lo ancho de todo el país. Presentamos un 
proyecto de descentralización y hablamos de la importancia de radicar esos polos e institutos de 
educación tecnológica en el interior del país. 


También preveíamos que el crecimiento que asomaba en el país seguramente, a pesar de 
los cientos de perfiles que egresaban anualmente, no serían suficientes para las demandas que se 
establecía en cada uno de los momentos. 


Además planteamos que nos parecía absolutamente fundamental —de hecho, lo hemos 
trabajado y hoy existe; podemos hablar, de alguna manera, diez años después— la presencia de 
institutos y de polos tecnológicos dentro de los parques tecnológicos, no fragmentar los sistemas 
innovadores de producción y las formas de arreglos y de organización de los distintos procesos de 
producción de la transformación que tenía que sufrir la educación. 


Hablábamos de nuclear las capacidades humanas en los territorios —ustedes lo 
recordarán-, las capacidades de infraestructura, comenzando con una debilidad muy grande desde 
este lugar y con una institución —en el caso de la ANEP, quien desarrolla esa práctica es la UTU-— que 
tiene una gran debilidad de presencia de instituciones de esas características. 


Hoy, diez años después, podemos recorrer juntos el país y tomar, por ejemplo, el eje de ruta 5 
donde podemos observar en Durazno, centro del país, la presencia de un polo tecnológico; ir a Paso 
de los Toros y ver, en función del acuerdo hecho con UTE, un instituto vinculado al área de la energía. 
Podemos seguir y en Tacuarembó ver un nuevo polo tecnológico que vamos a estar inaugurando 


dentro de un mes, tal vez el mejor edificio de la educación pública de ANEP. Podemos avanzar y llegar 
a Rivera, donde ya es una realidad, está instalado e inaugurado otro polo que claramente, con los 
cursos nacionales y binacionales, ha dado respuesta a centenares de jóvenes que se han ido 
acercando a la educación pública y han contribuido al desarrollo de los territorios por los perfiles 
profesionales que ahí se forman. En el polo oeste del país, hace pocos días estuvimos en Fray Bentos 
en la inauguración del primer Instituto Tecnológico Regional de la UTEC, que trabaja 
fundamentalmente en el área de mecatrónica. Quiero señalar que estos equipamientos y carreras ya 
se vienen desarrollando en el LATU, en un complejo muy interesante, donde hay cuatro edificios 
volcados a la formación de áreas nuevas en el país. Si vamos en las tardes o noches podremos 
observar cientos y cientos de jóvenes que deambulan alrededor de las empresas, acercándose a un 
centro educativo y, luego, articulan su formación profesional con ellas, para fortalecer la formación que 
reciben. También en Rivera se desarrolla esta área de mecatrónica. Esta triangulación formada por 
Montevideo, a través del LATU, Fray Bentos, con la nueva inauguración de un edificio claramente del 
primer mundo y la presencia de otro edificio, en el departamento de Rivera, con las mismas 
características, permite contribuir a resolver esta preocupación que teníamos de masificar las 
formaciones lógicas que tienen que ver para comprender el mundo y la forma de organización de la 
sociedad y del trabajo de hoy. 


Podemos ir hacia el este y no solamente vemos la presencia del LATU en Avenida Italia, sino 
también, en este nuevo centro que se está generando físicamente, a partir del próximo mes, en 
Atlántida. Si seguimos hasta Arrayanes podrán observar lo que significa ese polo tecnológico. Luego, 
avanzamos y seguimos hasta Lavalleja, Rocha, Cerro Largo, donde también hay una escuela técnica 
absolutamente renovada. Así podemos continuar para poder entender que el modelo para que la 
educación esté presente y articulada con todos los perfiles profesionales que están desarrollando 
trabajo e innovación es un desafío. ¡Ojalá llegáramos con mayor precisión a que la educación pública 
nacional, representada en sus distintos entes autónomos, tenga una incidencia directa de 
asesoramiento y participación, en articulación con otros actores en las transformaciones de la magnitud 
que el país requiere! En eso estamos trabajando y no lo vemos como un problema, al contrario, está 
planificado que así ocurra. Por lo tanto, si la ANEP, en el marco de un trabajo conjunto con todos los 
actores del área de la industria que en esta, en particular, estará centrada en el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, logra la madurez y la capacidad de trabajar, formarse, aprender y lograr referenciar 
y formar en estas áreas, sería un elemento absolutamente positivo y, a nivel nacional, todos estaríamos 
orgullosos. 


Insisto en la importancia que tiene la presencia de la educación en el seno de los parques 
tecnológicos. Así lo hemos hecho, no solamente esto ocurre en el LATU, sino que podemos seguir 
recorriendo varios en el país, porque forma parte de una estrategia que hoy la podemos visualizar. Se 
hizo, se podía hacer y está funcionando. Reitero que no lo vemos como un problema, sino como un 
gran avance de articulación de la educación. 


Otro elemento fundamental sobre el que me quiero referir-que está pasando en el país— es 
que mañana se realizará la entrega de los primeros certificados a muchísimos trabajadores del país, 
que se hará con la presencia del Ministro de Trabajo y Seguridad Social que forma parte del programa 
que se ha generado, que se llama Cultura del Trabajo para el Desarrollo. Estamos ayudando a 
culminar ciclos educativos a miles de trabajadores y representa un desafío enorme para este 
quinquenio. Mañana, reitero, entregamos las primeras certificaciones y forman parte de la primera 
etapa. Es un trabajo articulado con Inefop que, claramente, cumple un rol fundamental en esta tarea. 
Muchas veces este aporte tripartito es el que termina financiando todos estos procesos. 


Nos sentimos muy orgullosos de lo que hoy es Uruguay en materia de la educación 
tecnológica y en lo que tiene que ver con la articulación y el trabajo conjunto con las empresas, los 
trabajadores organizados y las distintas instituciones vinculadas a estos sectores. Es un antes y un 
después. La mayoría de las propuestas educativas hoy están validadas por consejos donde participan 
todos los actores. Hemos minimizado el error que significa que la administración se aísle de la 
sociedad y de la realidad y construya su propia realidad en lo que tiene que ver con la formación 
tecnológica. Es un gran avance para el país. Insisto en que siempre estamos mirando todo lo que falta 
y es parte de la responsabilidad que tiene la administración, pero basta con hacer un balance y 
observar la presencia de la educación tecnológica en el año 2005 con respecto a lo que sucede hoy, 
en el año 2016. Queremos seguir avanzando y nos parece muy importante que continuemos 
trabajando en forma articulada con otras instituciones que delinean las políticas de desarrollo del país. 
No perdemos autonomía, no perdemos autonomía técnica y no nos sentimos violentados desde ese 


lugar, sino fortalecidos porque estamos conduciendo las líneas de la formación de nuestros jóvenes y 
trabajadores hacia los destinos claros que el país en su conjunto se ha proyectado. Hablamos del 
apoyo del trabajo conjunto, la alianza estratégica para seguir transformando nuestra realidad a fin de 
poder acceder a nuevas formas de organización del trabajo. Puedo decir que está dentro de prácticas 
que se vienen desarrollando en la actualidad y que este espacio pretende acelerar el proceso, porque 
hoy están dadas las condiciones para hacerlo. 


Con relación a la temática en cuestión hay elementos que no hemos manejado y situaciones 
que debemos analizar. Todos los que estamos aquí somos fuertes defensores de la educación pública 
y nos duele que cada vez que sucede un accidente en la educación se lo pretende mostrar como la 
cotidianeidad, porque eso no fortalece al sistema en lo más mínimo. Consideramos que es una 
estrategia equivocada para fortalecer esa riqueza con la que todos nosotros nacimos: un sistema 
educativo público fuerte. Es cierto que tiene sus debilidades, pero trabajamos cotidianamente para 
revertirlas. De alguna manera, desde nuestro lugar aspiraríamos —entendemos que sería un apoyo 
para el sistema y no para la gestión de esta administración— a poder tener la capacidad de distinguir los 
accidentes en un sistema y ubicarlos como tales y así no generar la imagen de generalización del 
accidente como la cotidianeidad. 


Si lo permite el presidente, me gustaría que la consejera Motta respondiera el artículo 5. 


SEÑORA MOTTA.- En primer término, les agradecemos que nos hayan hecho mirar con atención este 
artículo. Al respecto, quisiera señalar que la ANEP tiene una larga historia con la Oficina Nacional del 
Servicio Civil de formación en servicio de sus funcionarios. La ANEP no tiene la especificidad de los 
cursos que realiza la Oficina Nacional del Servicio Civil y esta lleva adelante cursos que nosotros no 
ofrecemos. Por tanto, se trata de una formación que, de alguna manera, complementa nuestro 
quehacer. 


Quisiera señalar dos aspectos. Uno de ellos es que desde la ANEP hemos modificado el 
estatuto del funcionario docente y, por tanto, se le solicita a quienes ingresan que tengan el nivel 
secundario culminado, lo que antes no sucedía. El corrimiento hacia adelante de la educación, también 
va pautando los cambios necesarios en la formación que deben tener los funcionarios que ingresan al 
organismo. De alguna manera esto está indicando que esos funcionarios estarían en condiciones de 
continuar con estudios terciarios. Por otro lado, en el marco de las pautas de la Unesco de aprendizaje 
durante toda la vida —algo que también nosotros estamos impulsando—, se ha venido realizando la 
formación continua de los funcionarios de la ANEP en diferentes áreas que nos permiten avanzar en 
su desarrollo y profesionalización. Podemos hablar de planificación estratégica, liderazgo, cambio 
cultural, elaboración de proyectos, todos cursos realizados en el marco de las acciones conjuntas 
entre la Oficina Nacional del Servicio Civil y la ANEP. 


Obviamente que tendremos que discutir dentro del Consejo Directivo Central y con todos los 
consejos desconcentrados pero, en principio, podemos hablar de acciones que ya se vienen 
realizando. Lo que se desprende con este artículo es que se le otorgaría a los funcionarios un título 
terciario porque hoy no tienen esa posibilidad. Eso estaría en sintonía con este movimiento que se ha 
realizado dentro de la ANEP en cuanto a que los funcionarios cuenten con los estudios secundarios 
completos. No podemos decir más que esto en este momento. 


SEÑOR BORDABERRY.- Coincido con lo que expresa la consejera, en especial con la primera parte 
de ese literal C. Sin embargo, hay una segunda parte que nos preocupa cuando la confrontamos con el 
artículo 202 de la Constitución de la república. Cuando el director de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil concurrió a la comisión, calificó como la presea de oro el hecho de que dicha oficina brindara 
cursos de formación terciaria no universitaria, expidiera títulos y los registrara en el Ministerio de 
Educación y Cultura. Si uno lee el artículo 202 de la Constitución y piensa en que la Oficina Nacional 
del Servicio Civil va a dar cursos de formación terciaria y a expedir títulos, se da cuenta de que, en 
primer lugar, hay que escucharlos, porque la Constitución establece que cuando se dictan estas leyes 
hay que escuchar a los organismos de la educación. Y ¿por qué hay que escucharlos? Para ver si no 
estamos violentando esa disposición del artículo 202 que establece que la enseñanza pública superior, 
media, etcétera, se brindará a través de consejos autónomos. Entonces, en ese sentido puede haber 
una suerte de invasión de competencias constitucionales de los organismos de la educación por parte 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Esta, además, dio a conocer la noticia de que tiene un acuerdo 


con la Ecole Nationale d'Administration, la ENA de Francia, para empezar a traer docentes y dar cursos 
y títulos. 


Uno pretende cierta coherencia de un sistema educativo, pero cuando ve que la Oficina 
Nacional del Servicio Civil —que está bien que forme funcionarios en sus actividades específicas y que 
promueva que terminen la educación y se les exija— va a dar cursos de formación terciaria y a expedir 
títulos que se registrarán, me parece que está, quizás, ante una invasión del artículo 202 de la 
Constitución y de las competencias de la ANEP. 


Ese era mi planteo, que creo que no fue contestado. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Creo que luego de la exposición que hizo la Oficina Nacional del Servicio Civil 
quedó claro —quienes hemos estado vinculados con el rol que ha cumplido y que seguirá cumpliendo la 
escuela no lo desconocemos- que esta tarea ha venido perfeccionándose y mejorando cada vez más e 
incrementando su nivel académico y de formación. Asimismo, de las expresiones de la consejera Motta 
surge claramente que el hecho de que se aspire a que esta formación sea reconocida como terciaria 
no universitaria va en línea con la exigencia de la formación media, que hoy ANEP la demanda a sus 
cuerpos docentes. Eso muestra una gran conjunción de políticas públicas. 


El otro elemento es que para el desarrollo de la eficiencia y de la calidad del servicio público 
que prestan las instituciones del Estado, le estamos dando un aliciente a quienes participan de esta 
formación, porque van a tener un título que está reconocido. Quienes hemos participado en concursos 
de instituciones públicas para la selección de funcionarios hemos visto que en los méritos se acreditan 
diplomas de distintas instituciones, muchas de ellas privadas; es más, la gran mayoría de las 
certificaciones son privadas, como por ejemplo, el First Certificate in English de la Universidad de 
Cambridge. Otro ejemplo son los certificados en computación, la mayoría de los méritos que se 
presentan en esta materia son de academias privadas. Entonces, el hecho de que ahora estemos 
generando un espacio de acreditación mediante un título que va a estar registrado en el Ministerio de 
Educación y Cultura donde también la ANEP va a tener opinión en la acreditación de esa institución— 
me parece que va en línea con la construcción de una política pública más potente y beneficiosa. Es 
cierto, hay que tener cierto celo, y me parece correcta la preocupación del señor senador Bordaberry, 
pero esto no colida con los roles de otras instituciones. Y yo creo que acá, inclusive, podría no ser con 
la ANEP en su totalidad, podría darse con un sector porque el Consejo de Educación Técnico 
Profesional tiene un área en formación administrativa muy buena. También lo hace la Universidad de 
la República a través de la carrera de administración que brinda Ciencias Económicas. Entonces, creo 
que esta es un área específica, complementaria, donde hay un universo que puede participar de estos 
cursos porque tienen que ser funcionarios públicos —no es para todo el mundo-—, lo cual ya hace 
restrictivo su acceso. Creo que esto enriquece y da mayores elementos. Además, me alegra que 
coincida con esta línea de acción que explicaba la consejera Motta, en cuanto a que el curso a nivel 
terciario esté en consonancia con quienes quieran trabajar en la ANEP. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradezco mucho al senador Pardiñas su constante voluntad de aclararme 
los conceptos jurídicos y constitucionales que tanto domina, pero me gustaría conocer la opinión de las 
autoridades, en especial, a la luz del inciso primero del artículo 202 de la Constitución que dice: «La 
Enseñanza Pública Superior, Secundaria, Primaria, Normal, Industrial y Artística, serán regidas por uno 
o más Consejos Directivos Autónomos». Y acá hay un ente público que va a dar cursos de formación 
terciaria no universitaria y expedir títulos. Esta es la opinión que quiero conocer, tan sencillo como eso. 
Si quieren me pueden mandar luego la información. 


SEÑOR NETTO.- Deseo hacer un simple comentario y después me gustaría cederle la palabra al 
consejero Silva para poder expresarse también sobre este artículo. 


Por ejemplo, nosotros tenemos la educación militar; claramente su habilitación está en el 
Ministerio de Educación y Cultura y es un órgano del Estado, del Ministerio del Interior. Entiendo el 
planteo de lo que involucran todas las propuestas educativas y certificaciones en el marco del ente 
autónomo ANEP, pero también comprendo que hay una serie de situaciones, de educación terciaria no 
universitaria y universitaria, donde sus habilitaciones están dadas en el marco de la normativa 
establecida por su órgano, que es el Ministerio de Educación y Cultura. Pero para poder profundizar y 
en su carácter de abogado, me gustaría que le conceda el uso de la palabra al consejero Silva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Silva. 
SEÑOR SILVA.- Gracias por recibimos y es un gusto estar hoy acá. 


Con relación a este artículo, confieso que en lo personal nos enteramos en este momento. 
No tenemos mayor información, por lo que parece sensato concluir que sería bueno conocerlo y pedir 
que nuestros servicios técnicos se expidan. 


Sin perjuicio de ello, me gustaría hacer dos distinciones. Por un lado, están las habilitaciones 
a las entidades privadas que como ANEP damos a los servicios que así lo requieren de los niveles 
educativos no universitarios, y otras son las autorizaciones que el MEC otorga. Habría que estudiar 
esta circunstancia del planteamiento que hace la Oficina Nacional del Servicio Civil en el marco de la 
normativa que existe de institutos universitarios o universidades que están en la órbita del Ministerio de 
Educación y Cultura o los restantes niveles que están en nuestra órbita. Reitero, es un planteamiento 
que conocemos ahora, que hace el senador, y sería muy bueno que pudiéramos estudiarlo. 
Obviamente, si está dentro de nuestras competencias nos vamos a expedir. 


Sobre el otro tema, como integrante del Consejo quiero dejar constancia que es bueno 
reconocer que han existido cambios y una importante inversión en materia educativa, pero también es 
bueno reconocer que eso viene de muchísimo tiempo atrás, en particular, de la educación tecnológica. 
Hace bien a la educación que se reconozca lo que se ha hecho, pero también hay que expresar que ha 
habido una importante transformación y una apuesta a la educación tecnológica antes del año 
señalado por el señor presidente del 2005 porque creo que ahí hubo una transformación, de la cual hoy 
estamos viendo su fruto, como son los bachilleratos tecnológicos. Esto ha dado un fuerte impulso en 
los bachilleratos y hoy lo demostrábamos con el aumento de la matrícula en la educación tecnológica. 
Lo mismo sucede con las inversiones aunque, por supuesto, no al nivel de ahora porque los recursos 
eran bastante menores; estamos hablando del Instituto Tecnológico Superior, de la Escuela Superior de 
Informática del Buceo, etcétera. 


Creo que estas son las cosas que nos fortalecen y sobre las que nosotros, como autoridades 
de la educación, tenemos que trabajar con una mirada en perspectiva, tomando todo lo bueno que se 
ha hecho desde hace mucho tiempo en la educación, tratando de cambiar aquellas cuestiones que 
creemos que merecen ajustes o que hay que modificarlas totalmente y, a partir de ahí, seguir 
avanzando. 


Muchas gracias. 


SEÑOR NETTO.- Si el señor presidente lo permite, me gustaría continuar con la exposición original, 
porque todavía no hemos terminado. 


Como bien lo expresó el señor Retamoso en su presentación, a la Administración Nacional 
de Educación Pública le ha parecido mejor presentar esta rendición de cuentas desde los desafíos, 
desde los nudos que históricamente ha mostrado el sistema como para poder discutir y debatir sobre 
los avances. Podríamos haber comenzado como tradicionalmente los señores senadores están 
acostumbrados, con el desafío y la dimensión de la educación. Son 700.000 personas que entran y 
salen todos los días, 60.000 personas que trabajan en esto, 2.800 centros educativos con una gran 
presencia en cada punto del país; podríamos hablar de los 1.604 grupos que crecieron, desde 2006 a 
la fecha, en educación inicial, de la universalización de la educación física en primaria, de la 
universalización del inglés en cuarto, quinto y sexto año de escuela, de la presencia de escuelas de 
arte en todos los departamentos del país, de las 314 escuelas de tiempo completo, extendido y de los 
jardines de jornada completa que hoy son fruto de un proceso —como decía el consejero— dado a lo 
largo de toda la historia de nuestro país, y también de la expansión de la educación media, con sus 
dificultades y sus desafíos, o de la educación terciaria, donde el Consejo de Formación en Educación, 
a lo largo de este tiempo, ha avanzado —más allá de las carreras propias— con la carrera de educador 
social, con la reapertura del INET —Instituto Normal de Enseñanza Técnica—- que forma maestros 
técnicos o las tecnicaturas en educación inicial. También podríamos mencionar esta presencia —sobre 
la que discutíamos- de UTU en educación tecnológica a nivel terciario, con diversidad de nuevas 
propuestas y perfiles de gente que hoy, afortunadamente, está trabajando y contribuyendo al desarrollo 
nacional. O tal vez podríamos partir de un modelo educativo donde la uniformidad prima con respecto a 


este desafío en el que hoy nos encontramos, que es la singularidad, la capacidad de desarrollar, de 
conocer, de diagnosticar y de generar los acompañamientos acordes para la personalización de la 
educación. Sin embargo, hemos decidido plantearnos desafíos y, por lo tanto, vamos a rendir cuentas 
en función de ellos. 


Me gustaría agregar un último punto a los desafíos, que es muy importante para movilizar a 
todo el sistema y tiene que ver con la generalización de la educación terciaria. 


Con respecto a la educación inicial de cuatro y cinco años, rápidamente puedo decir que hay 
que jerarquizar. En el año 2015 —tal como se ve en pantalla—, en tres años teníamos 10.279 niños, 
mientras que en 2016 hay 13.523. Lo que se ve en la gráfica son las metas que nos hemos propuesto 
en este período con el objeto de universalizar el acceso a la educación de niños de tres años. 
Precisamente, en el año 2016, las distintas formas de racionalización, de organización y, por supuesto, 
los incrementos de orden presupuestal nos han permitido alcanzar la meta prevista, que fue aprobada 
en el Presupuesto nacional para el año 2018, es decir que en tres años estamos llegando al número de 
niños que se había previsto para ese año. Ese desafío es importante. Como presentaba el señor 
senador Bordaberry hablamos de las escalas en función de años y seguramente le asista razón en la 
diversidad de tener referencias respecto a los años. Tal vez esta en particular pretende ver el enorme 
esfuerzo que la sociedad hizo durante diez años, desde el 2000 al 2010, para poder universalizar la 
presencia de niños de cinco años y avanzar hacia la de niños de cuatro años. Todos estamos haciendo 
un esfuerzo para acceder a ese nivel de equidad o de igualdad de oportunidades a través de la 
presencia de niños de tres años. La escala para llegar a este desafío, el estimativo que tiene la 
Administración es incrementar la cantidad de niños en el orden de 14.000 en este período y en todas 
las necesidades que puedan recibir a estos niños de tres años. La Administración contribuiría con esa 
universalización al acceso. 


Con respecto a las mejoras de las condiciones de egreso de la educación primaria se ha 
planteado el hecho de la extraedad y claramente todos sabemos que el inicio se genera en el primer 
año, donde tenemos el mayor índice de repetición con un 13,9%. Ahora bien, el Consejo de Educación 
Inicial y Primaria ha generado una estrategia de evaluación infantil temprana en cuatro y cinco años 
para detectar distintas situaciones, poner en evidencia esas dificultades y poder detectarlas a tiempo y 
corregirlas. En ese sentido, hoy se está trabajando particularmente con 4.500 niños que representan el 
11% de los niños que están en primer año de escuela, entre los que se han visto dificultades en el nivel 
inicial en los departamentos de Colonia y en un tercio de la zona de Canelones, Pando, y según los 
resultados que tienen estos niños en primaria se ha hecho un análisis y una proyección que dio como 
resultado que a nivel global o universal correspondería atender a 4.500 niños por las particularidades 
que tienen y el bajo rendimiento que presentan en los primeros tres meses de su tránsito por primaria. 
Estos 4.500 niños son el 11% de los que no recibían una atención particular en esto de avanzar hacia 
una educación singularizada. Seguramente, son un componente de ese 13,9% de repetición que se 
sostiene en el primer año escolar. 


Por lo tanto, al trabajar en acompañamientos especiales —no solo de la ANEP, sino 
articulados también con el Ministerio de Salud Pública— permitirá revertir esta situación de extraedad en 
primaria, que claramente tiene su efecto más nocivo en los primeros dos años de escuela. Esperamos 
que este análisis de evaluación temprana permita revertir la situación en tiempo real. Todo ello se suma 
al trabajo de generar especificaciones de logros, perfiles de egreso y materiales de apoyo que hoy 
están en manos de todo el magisterio para contribuir en los perfiles especificamente vinculados a la 
enseñanza de la lengua y de la matemática. 


El señor Retamoso ya planteó lo que tiene que ver con las condiciones de egreso. 
Prácticamente el 40% de los niños egresa con notas como «Bueno» o «Bueno muy bueno»; ese 
elemento se intenta revertir con trabajos articulados en el territorio. En agosto ya se están 
desarrollando salas docentes y luego habrá otras en noviembre, en conjunto con integración educativa 
y los referentes de educación media tanto de Secundaria como de UTU para favorecer ese tránsito. 
Hay algo novedoso para la Administración —y que consideramos importante para culminar con las colas 
y para no perder a los jóvenes que terminaron el primer año de escuela de educación media—, que es 
una inscripción anticipada. Es decir que antes de terminar la escuela, los jóvenes del Uruguay ya van a 
estar inscriptos en el primer año de un centro educativo medio, próximo al entorno de esa escuela. Ese 
trabajo conjunto que se viene desarrollando nos permite asumir un desafío de estas características y 
tener un encuentro en este segundo semestre en particular, no solo con las maestras de sexto y con 


los estudiantes sino también con los estudiantes para tomar decisiones respecto a cómo continúa el 
proceso educativo luego de ese primer año que los espera. Toda la sociedad los debe esperar el año 
próximo. 


Respecto a la universalización de la educación media venimos avanzando. Cada punto, cada 
décima es un esfuerzo enorme. En 2015 era el 96,4 % y en 2016 hay un 96,7% de los jóvenes que 
culminan la escuela e ingresan a la educación formal. Nuestra aspiración es que esto se haga en su 
globalidad. 


Hay números y análisis en este nuevo seguimiento de trayectorias -que no disponíamos con 
anterioridad— que hoy nos permiten debatir y discutir —ya no hablar de números, sino de circunstancias 
personales, familiares y de las distintas debilidades— sobre las situaciones que debemos abordar en 
nuevos arreglos institucionales, claramente a nivel territorial, para poder dar una respuesta definitiva a 
esta histórica problemática que hoy conocemos con nombre y apellido. 


Antes, al terminar el año, sabíamos cuántos estaban, cuántos no y, desde el punto de vista 
global, no había capacidad de respuesta de acciones en forma oportuna. 


Respecto a la evolución de la matrícula en la educación media básica, entre secundaria y 
UTU, en el año 2015, participan 152.000 estudiantes. Esa participación se ha ido modificando desde 
los años 2000 con un 10%, 11% y 13% al 2010 con la participación del 21% por parte de UTU y del 
78% en la educación básica por parte del Consejo de Educación Secundaria. 


Como habrán observado los señores senadores en las Rendiciones de Cuentas siguientes el 
nuevo presupuesto que hemos entregado —que corresponde a la Rendición de Cuentas de 2016- ya 
no viene por consejo, sino que está centrado en los estudiantes y viene por niveles educativos, 
tratando de articular la diversidad de propuestas de ambos consejos —que en este caso ofrecen a la 
población— para poder colaborar en forma más articulada y dar las respuestas necesarias a las 
demandas que la sociedad tiene en este nivel educativo. 


El porcentaje de egreso —que aquí también planteó el señor Retamoso— es del 58.4%, en 
2015, 59.9 % y la meta que nos habíamos propuesto para este año era del orden del 60%. Respecto a 
egresos de 18 a 20 años en educación media básica la meta propuesta era del 71% y hemos avanzado 
en forma más moderada, a un 70.3%. 


Respecto a la educación media superior pública entre secundaria y UTU participan 143.000 
jóvenes y ese porcentaje se distribuye un 70% administrado por el Consejo de Educación Secundaria 
y un 30% administrado por UTU. 


En lo que tiene que ver con los egresos, un elemento a resaltar es que si bien el orden de 
egresos entre secundaria y UTU —a pesar de que la participación es en el mismo orden— ha contribuido 
claramente a una mejora sustantiva en secundaria respecto a cobertura y matrícula, en lo que tiene 
que ver en el segundo ciclo, estamos hablando de 16.500 estudiantes, cuando en 2015 tenemos 
42.260 alumnos. Este año tenemos alrededor de 42.300, o sea que hay un margen importante de 
política y de trabajo con una presencia vasta de jóvenes en el último año y una debilidad clara e 
histórica “como aquí se ha presentado-— de egresos en este nivel educativo. De ahí el hecho de hacer 
el esfuerzo de duplicar, en este período, el número de egresos de la educación pública. 


En cuanto al desafío de que el grupo entre 3 y 17 años se encuentre vinculado a alguna 
propuesta educativa, debo decir que hay un cambio de mirada en estos años respecto a ubicar u 
organizar la discusión de la educación por nivel educativo, por ciclo y por edades. El paso de orden 
conceptual es hacernos cargo de la educación en su conjunto, pero poniendo especial énfasis en la 
minoridad. En ese sentido, la participación de jóvenes de 3 a 17 años es uno de los monitoreos de 
primer orden que va a llevar adelante la administración. En principio, este proceso de monitorear la 
presencia de estos jóvenes tanto en educación formal como en la no formal nos desafía a nuevos 
sistemas de información, a nuevos diálogos y comunicaciones con la educación no formal, a nuevas 
formas de acreditación de los conocimientos y habilidades que se generan en otros ámbitos fuera del 
sistema educativo formal, que de alguna manera nos da los elementos para poder avanzar. 


En ese sentido, estamos hablando de un comparativo del año 2006 y 2015 respecto a cómo 
estamos. Claramente hemos mejorado en cuanto a la presencia en el sistema educativo de todas las 
edades y hay que continuar en ese proceso. 


Esto es relevante para las edades más críticas, que son los 15, 16 y 17 años pero me 
gustaría detenerme en la lámina que estamos mostrando, que establece que en el quintil más pobre 
del Uruguay, en la edad más compleja —los 17 años—, hemos aumentado un 40% la cobertura. Lo que 
está en rojo en la gráfica nos muestra, de alguna manera, la presencia de más jóvenes dentro del 
sistema educativo formal; esto tiene un impacto importante en aquellos que integran los quintiles más 
bajos de nuestra población. 


Esa distribución a la que se hizo referencia es relevante. Un chiquilín puede tener 17 años y 
estar en cualquier nivel educativo; este es uno de los grandes desafíos que tenemos respecto al 
problema del rezago que existe en el sistema educativo y el hecho de que se hayan movido jóvenes 
de 17 años hacia la educación media superior es una muy buena noticia. 


Obviamente, respecto a la mejora de los jóvenes de 17 años puedo decir que antes no 
estudiaba el 33,1% y hoy no está dentro del sistema formal el 24,1%. Además de esa diferencia, surge 
un corrimiento de jóvenes de 17 años que están donde deben: en el segundo ciclo de educación 
media. En los porcentajes, cada punto representa a unos 500 jóvenes, lo que quiere decir que estamos 
hablando de algunos miles que han tenido la oportunidad de encontrarse en esta situación, en este 
período, al 2015. 


Respecto a la educación terciaria, simplemente voy a mencionar una información global. 


En la ANEP, en este momento, en 2016, hubo una mejora sustantiva en formación en 
educación. En el año 2015 disponíamos de 30.221 estudiantes, 19.666 de ellos en función de ese 
nuevo criterio de contabilizar la matrícula en lo que es el Consejo de Formación en Educación. Esto 
rompe con el criterio anterior, lo hace más preciso, ya que tiene en cuenta a quien está asistiendo y no 
a quien está debiendo exámenes. Por otra parte está la educación terciaria de la UTU, con 10.555 
estudiantes al año 2015. 


Este número de 30.221 alumnos permite también contribuir a ese desafío de Uruguay que es 
generalizar la educación terciaria. Estamos hablando de que la competencia prioritaria dentro de la 
ANEP ha estado dada en la educación inicial, primaria, media y, por supuesto, la formación docente 
pero, de hecho, el tener 30.221 estudiantes implica un número mayor que el de todas las universidades 
privadas del país. Estamos hablando de un tercio de los estudiantes de la Universidad de la República, 
con toda su historia y su trayectoria. 


El incremento de la presencia de la educación terciaria en la ANEP es altamente significativo 
para contribuir, con otras instituciones, a ese desafío nacional que es la generalización de la educación 
terciaria. 


Yendo a elementos más concretos, quiero decir que en el artículo 671 se establece un 
convenio y aquí, de alguna manera, se ha solicitado una disposición para ampliarlo a un sector de 
funcionarios entre la ANEP y CSEU. Ese convenio, tan discutido y debatido, hoy genera esta garantía 
de continuar los procesos de incremento salarial en la Administración, pero también permite avanzar en 
términos de inequidades que sostenía el sistema y también en lo que tiene que ver con elementos 
basados en el presentismo, es decir, en premiar la presencia del funcionario en su lugar de trabajo. 


Ese monto asignado es de $ 1.316:610.000 y, de alguna manera, su supuesto abatimiento no 
tiene ningún tipo de discusión al respecto, por lo que es algo dado. 


El artículo 553 relativo al Sistema Nacional Integrado de Cuidados —que permite avanzar en 
esta celeridad a que hacía referencia, en cuanto a cobertura para niños de 3 años— , hacia la ANEP 
responde a un monto de $ 210:000.000 que también está dado y, por tanto, esas políticas van a poder 
desarrollarse con la normalidad establecida. 


La asignación presupuestal —no la de incremento— es de $ 2.437:937.056 que se mantiene 
en forma estable para infraestructura a nivel nacional. Esto permitió, en el año 2015, establecer 12 
obras nuevas y 25 ampliaciones, así como trabajar sobre 54 centros, ampliando la presencia de aulas 
e impactando en un total 91 centros con ampliaciones u obra nueva. En cuanto a mantenimientos 
profundos y menores, el impacto fue del orden de los 1.062. 


Este es el destino que han tenido esos $ 2.437:937.056 en lo vinculado a esta política de 
planificación de obras de la Administración, elemento que también está en la base presupuestal. 


Aquí tenemos una situación a analizar: el incremento presupuestal de $ 793:000.000 
establecido y aprobado originalmente en los artículos 552 y 554. Este dinero se va a destinar en el año 
2017 a tres grupos. Uno de ellos está vinculado a nuevos centros que se están desarrollando y que van 
a estar instalados y radicados en nuevos territorios y, por lo tanto, requieren servicios personales y 
gastos de funcionamiento para poder operar. Ese proceso ya se inició y los edificios a los que estamos 
haciendo referencia estarán ubicados en los nuevos territorios. Esa demanda insumirá alrededor de $ 
200:000.000, para poder contar con el personal necesario y tener el funcionamiento natural que estos 
centros requieren. 


En segundo lugar, hay nuevas modalidades educativas que, de alguna manera, amplían los 
tiempos de orden pedagógico a nivel de escuelas, liceos y UTU —de educación media en su conjunto— 
y permiten trabajar con otro tipo de acompañamiento. El monto establecido, demandado por cada uno 
de los consejos, es del orden de $ 100:000.000. Esto figura en el informe. 


Otro aspecto importante son los nuevos grupos. ¿Qué implican los nuevos grupos? Para que 
se comprenda mejor hicimos un esquema, no de la evolución de la matrícula, sino de la evolución de 
los grupos, para que vean cómo venimos trabajando. Por ejemplo, un primer año en un lugar nuevo 
requiere una serie de acuerdos con la comunidad. Los chicos están en primero y, el año que viene, van 
a estar en segundo. Al no disponer de un incremento para estos nuevos grupos, el dinero destinado a 
ese primer año tiene que trasladarse a un segundo año. Hay que tener en cuenta la pérdida de las 
expectativas que la comunidad tiene por haber sido instalado ese primer año en ese lugar. 


Por otra parte, debemos considerar los niveles de cobertura. En 2015, en la educación media 
había 11.427 grupos y en 2016, 11.797. La expectativa de ese crecimiento, que es natural en función 
de una moderada mejora en términos de promoción, tiene tres componentes: una pequeña mejora, la 
radicación de centros en lugares nuevos y el ingreso de jóvenes nuevamente al sistema educativo. Eso 
se resuelve con la generación de nuevos grupos que permitan acompañar este proceso. Estamos 
hablando, en términos generales, de 410 grupos; ese es el tercio que presentaba en la planilla anterior. 


Ese total de situaciones engloba los $ 793:000.000 solicitados por la administración. 


A nivel de educación terciaria, el incremento de grupos también ha sido significativo; eso 
habla de un proceso. En función de la discusión que tuvimos hace un ratito respecto a este tema, 
aclaro que en el año 2000 teníamos 283 estudiantes en educación tecnológica; en 2006, 3.961; en 
2010, 6.443; y en 2015, 10.555. Esta última cifra es un factor de 37; significa que hay 37 veces más 
estudiantes en educación terciaria que en el año 2000. Este elemento claramente se compone de la 
presencia de nuevos grupos; el incremento de grupos es lo que explica la demanda. 


Para lograr estos desafíos tiene que haber, en forma paralela, una transformación del 
sistema. Las líneas o los ejes, que son lo más relevante en lo está trabajando este equipo, tienen que 
ver con una profundización en la descentralización, aspiración de mucho tiempo, pero que presenta 
dificultades reales en su instrumentación. Eso ha permitido ir generando el músculo necesario para que 
hoy la administración pueda tener presencia real en el territorio a través de la generación de los 
campos regionales de la UTU, de la inspección coordinador regional de Secundaria radicada también 
en territorios del interior, de las inspecciones generales regionales de Primaria con el nuevo rol que 
esta administración ha dado recientemente a las nuevas comisiones descentralizadas, donde están las 
máximas autoridades de la educación a nivel departamental o regional. 


Este proceso de descentralización permite mirar la educación, ya no en grandes números sino 
con cifras reales de cada uno de los departamentos y territorios, tener una atención a escala humana y 
la capacidad de escucha y de llegada de la administración en tiempo real y en forma pertinente. Por lo 
tanto, hay muchos procesos que se están dando en paralelo, enmarcados en el proceso de 
descentralización de la administración. Por supuesto que esto también requiere muchos sistemas de 
información, tanto para la modernización de la gestión como para el nuevo proceso en el que nos 
encontramos este año, que es el sistema de seguimiento de trayectorias educativas. Esto nos permitirá 
encontrar y personalizar las distintas situaciones y, en la singularidad, hacer el acompañamiento y el 
análisis necesario para revertirlas a nivel territorial y familiar. En definitiva, son muchos los espacios en 
los que estamos trabajando. 


Me gustaría volver al análisis de la solicitud de $ 793:000.000 que hacemos en el mensaje, 
que nos va a permitir dar vida a los nuevos centros que estamos radicando en diferentes lugares del 
país y continuar con el proceso de expansión de la educación, que en esta década ha alcanzado el 
48%, gracias a la generación de grupos que permiten esa presencia educativa en los territorios. 


En síntesis, se busca continuar con la presencia de nuevas modalidades educativas, tal como 
viene desarrollando la administración. 


SEÑORA ALONSO.- Saludamos a toda la delegación y les agradecemos la extensa exposición que 
han realizado. 


Antes de iniciar mi exposición, hacer algunas reflexiones y plantear preguntas, quiero decir 
que le tomo la palabra al señor senador Mujica en cuanto a debatir en algún momento —no en esta 
instancia— sobre algo que nos importa a todos, que es el tema de la laicidad. Aclaro que me hubiera 
gustado escuchar una respuesta a la pregunta muy pertinente que hacía el señor senador Bordaberry a 
las autoridades, donde se muestra una clara violación a la laicidad, más allá de que se haya tratado de 
un accidente. Por todo esto, la primera pregunta que quiero hacer a las autoridades es si tienen 
pensado reunirse. Más allá de que haya sido un accidente —podemos entenderlo—, queremos saber si 
definitivamente se van a reunir para evaluarlo. 


El tema de la laicidad estuvo arriba de la mesa en los últimos días cuando el Codicén 
cuestionó a Fenapes por la proclama que se leyó en las aulas, a propósito de cumplirse un año de la 
declaración del presidente Vázquez sobre la esencialidad. Hace pocas semanas se cuestionaba la 
laicidad a propósito de la visita del arzobispo de Montevideo, Daniel Sturla, a los centros de educación 
pública. Reitero que me parece importante saber si las autoridades tienen pensado reunirse para 
evaluar el accidente del presidente Vázquez. 


Dicho esto, quiero hacer algunas reflexiones en el ámbito de la rendición de cuentas, para 
que luego no digan que hacemos preguntas que no son pertinentes a esta comisión. Luego de 
escuchar la exposición sobre los desafíos que enfrenta la educación y los esfuerzos que, no dudo, 
realiza ANEP para superarlos, debo decir que en los planteos realizados y en el reconocimiento, veo 
que hay falta de reformas removedoras desde hace un largo tiempo. Además, se hace un diagnóstico 
general que podemos compartir en parte, pero respecto a la mayoría de las cosas, estamos lejos. 


Estoy convencida de que nuestra educación está frente a una verdadera crisis y coincido con 
Netto en que a nadie le hace bien mostrar lo negativo. Pero, para enfrentar los problemas, primero hay 
que reconocerlos. La verdad es que estamos preocupados porque no se ve esa preocupación por parte 
de la ANEP en la dimensión en la que estamos viviendo hoy, como tampoco la vemos tampoco desde 
el Gobierno. Muchas veces, esto se interpreta como simples golpes de la oposición, sin entender que 
en esto nos va la vida a todos, por la complejidad que vive hoy el sistema educativo. Acá no hay 
ganadores y perdedores: acá perdemos todos. Digo esto por lo que señalaba Netto a propósito de que 
hace mal mostrar lo malo, pero creo, señor presidente que no hemos sido nosotros quienes lo hemos 
marcado. Simplemente, basta mirar la cronología —justamente hoy en la prensa se publicó otra 
instancia— de lo que ha pasado en estos últimos meses en esta guerra entre el sindicato y las 
autoridades, donde queda de rehén la educación. El secretario de Fenapes acusa a Puente; Puente 
desmiente al sindicato; Fenapes pide que se evalúe la capacidad de Puentes; la consejera Jaureguy 
denuncia que Landoni y Puente le ocultan información; se rompe el diálogo. Primera, segunda y tercera 
escena, sin diálogo. Hoy nos enteramos por la prensa de que el sindicato y el Consejo de Educación 


Secundaria negociaron sin la presencia de la directora general. No somos nosotros los que 
trasladamos lo negativo, señor presidente; no somos nosotros los que ponemos el palo en la rueda y, 
lamentablemente —digo esto con el máximo respeto—, no somos nosotros los que estamos intentando 
mostrar lo negativo. Esto es una cronología y, mientras está esta guerra, la educación sigue a la deriva, 
esperando. 


SEÑOR HEBER.- Quiero abonar a lo que dice la señora senadora Alonso, porque en el día de hoy sale 
esto de que Secundaria echó para atrás una decisión que había tomado mientras hubo encuentros 
entre los consejeros Landoni y Jaureguy con el sindicato de Fenapes. La directora general, señora 
Puente, escribía en twitter un mensaje que advertía sobre la poca capacidad de negociación que 
impera entre las voces de la enseñanza: «No existe debate sobre la educación en Uruguay, sino 
posiciones cristalizadas, trincheras que no pretenden diálogos», abonando lo que estaba diciendo la 
senadora Alonso. Hay una confesión pública de que no hay un debate sobre la educación. Esto es 
parte integrante, y quiero corroborarlo, de las afirmaciones muy contundentes que hizo la señora 
senadora Alonso, que además fueron escritas en las redes por la directora general de Secundaria. 


SEÑORA ALONSO..- En ese sentido, lo primero que queremos trasmitir es que en esta búsqueda nos 
va la vida a todos. Nosotros queremos decir —a Netto y a toda la delegación— que las cosas están 
funcionando y por eso aprovechamos esta oportunidad para que nos digan las cosas buenas para no 
ver solo la guerra que lamentablemente tiene como rehenes a cientos y miles de estudiantes en 
nuestro país. Sin reconocer la situación general, señor presidente, difícilmente se tomen las medidas 
de fondo que se reclaman y para las que seguramente hay un consenso muy amplio de todos los 
partidos políticos. 


Lamentablemente, hay sectores del oficialismo y sindicalistas que bloquean con gran éxito, 
para desgracia del país. 


La verdad es que no vi, en la exposición que se hizo por parte de la ANEP, así como tampoco 
en el presupuesto nacional ni en la actual rendición de cuentas, el tema de fondo, al que hace pocos 
días también el presidente hizo nuevamente mención: el ADN de la educación. El presidente Vázquez 
volvió a insistir en eso esta semana, a propósito del accidente en la escuela pública. 


De la gráfica y de la propia exposición que se hacía, surgen aspectos muy claros sobre la 
crisis educativa. El número de alumnos que en la gráfica se veía que no adquieren los conocimientos 
específicos repiten en Primaria —la verdad es que asusta: repiten en Primaria—, cursan con sobreedad y 
luego abandonan el sistema educativo; esos son los analfabetos virtuales en el mundo en que vivimos 
y comprometen irremediablemente nuestro futuro. 


Estoy segura de que todos tenemos la misma preocupación porque hablar de estos temas 
significa no hablar de cifras, sino de personas que todos conocemos, de madres, de padres, de 
abuelos, desesperados todos por la situación que viven a diario. 


Me alegro de algunos indicadores y creo que vale la pena decirlo, como señalaba el señor 
Silva en su exposición. ¡Claro que lo reconocemos! Me alegro de que algunos indicadores hayan 
mejorado, pero no podemos engañarnos porque vamos mal y esa es una realidad. ¡No hay una 
propuesta de cambio real! No la hemos escuchado. Quizás, y por eso también, vale la reflexión que 
estamos haciendo y las preguntas que seguramente hagamos sobre el final de nuestra exposición. No 
vemos los cambios sustantivos, profundos y reales que esperamos y queremos para contar las cosas 
positivas sobre la educación. 


Otro problema, señor presidente, es la enorme brecha —que también se veía ahí- de 
ingresos que se amplía año a año y aumenta la fractura social que tenemos en nuestro país. 


El Gobierno muchas veces —acá dimos la discusión varias veces- refiere al índice de Gini, 
dice que ha mejorado en la última década, pero ignora un tema mucho más relevante como es la 
movilidad social y que quiere decir —es fuerte lo que voy a señalar— que la calidad de la cuna no 
determine, como en buena medida ocurre hoy, la calidad del ataúd. Según los datos de la propia ANEP, 
la probabilidad —lo decían los cuadros que mirábamos hace un ratito- de que egrese un adolescente 


que vive en un hogar del primer quintil de ingresos es del 50% en enseñanza media básica y si vive en 
los hogares de ingresos más altos es prácticamente del 100%. Esa es una tragedia. 


Algo por el estilo, pero agravado, ocurre en la enseñanza media superior. También lo 
mostraban las gráficas: hay gente, hay niños, hay adolescentes. En ese caso, en el quintil uno solo el 
16% egresa y en el quintil cinco —que es la población más rica- egresa cerca del 80%. ¡El 16 % contra 
el 80%! Esta también es una verdadera tragedia nacional. No queremos contar las cosas negativas, 
pero eso es lo que mostraban las gráficas. Lamentablemente, en esto terminamos: somos un país con 
una brecha educativa cada vez más grande en función de esos ingresos. Lo muestran las pruebas 
PISA, las Terce, las Erce. Me refiero a este tema como una tragedia porque la fractura social es 
seguramente el principal problema del país y la razón de la falta de oportunidades que frustra a miles 
de uruguayos, especialmente, a los más jóvenes. Hoy, la educación definitivamente no está ayudando 
a reducir esas brechas, sino que las amplía y corta las oportunidades. 


En base al diagnóstico que surge claramente de los datos de ANEP y del Instituto Nacional de 
Evaluación Educativa y de los claros conceptos que señaló su director sobre la comparación 
internacional y el deterioro relativo que sufrimos frente a países a los que antes superábamos, quería 
hacer algunas consultas a las autoridades de ANEP, en el marco de la rendición de cuentas, sobre 
temas de los que no los escuché hablar en su exposición. Seguramente me las podrán aclarar para 
irme de acá con un poco más de esperanza. 


Quería saber cuáles son los planes de mejora —esto quizás es muy amplio, pero pueden 
enviarnos la contestación por escrito—, diseñados seriamente, con objetivos, metas, con procesos de 
trabajo, con evaluación de impacto, con comunicación social de los resultados que están proyectando. 


También me gustaría conocer cuál es el proyecto específico de la Unidad de Integración 
Educativa, creada en este período por este Gobierno —por la que se cerraron, por ejemplo, proyectos 
como ProMejora o Tránsito Educativo, sin ser evaluados— y qué acciones pretenden llevar adelante, 
con qué metas, objetivos, procesos y formas de evaluación. 


Me gustaría saber cuáles son los proyectos que se está pensando llevar adelante —es un tema 
que me preocupa y acá está presente la senadora Aviaga que sé que ha venido trabajando en este 
sentido— para la inclusión educativa de los miles de niños y jóvenes con diferentes discapacidades a 
los que se les permite —es verdad—- integrarse en la educación básica, pero luego no están dadas 
efectivamente las condiciones para que continúen en ese proceso. Esa es una realidad que sufren 
muchas madres a las que recibimos y nos trasmiten su dolor. 


Queremos saber qué propuestas hay en esta rendición de cuentas para apoyar la 
profesionalización docente, el desarrollo de estudios de postgrado, la capacitación permanente, la 
radicación de los docentes en los centros educativos y la atención especial en escuelas y liceos que 
estén en zonas de alta vulnerabilidad social. 


No quiero olvidar que se hizo referencia a la partida de $ 793:000.000 que se solicitan. En el 
artículo 6% claramente hay un abatimiento. Si no estoy equivocada, de esos $ 793:000.000 se ha 
logrado recuperar $ 110:000.000 y faltarían $ 683:000.000. Me gustaría saber cómo afecta esto y qué 
se estaría sacrificando en función de no obtener esos dineros que desde este ámbito decimos que es 
necesario que se otorguen para que puedan cumplir con las metas que esperamos que queden 
claramente especificadas. Digo esto porque no alcanza solamente con decir que se necesita un monto 
de dinero, sino que debe estar definido para qué se va a utilizar y cómo se va a instrumentar. Es 
necesario ese dinero, pero también lo es conocer con qué fin se solicita. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR CAMY.- Saludamos a las autoridades del Codicén, los miembros de los consejos y los 
asesores presentes. 


Quiero plantear algunas inquietudes. Según el codificador del gasto de la Contaduría General 
de la Nación, en el grupo 2, «Objeto del gasto», específicamente en el 251 —que es donde se 


contabilizan los arrendamientos de inmuebles contratados dentro del país— figura que se ejecutaron 
$ 72:482.277 —lo trasladé a dólares para hacerlo más entendible—, que al valor promedio del dólar de 
2015 son USD 2:675.000. Concretamente, quisiera preguntar a las autoridades cuánto se va a dejar de 
usar, en función de la inversión que se realice en los inmuebles que se proyecta adquirir. 


En el objeto 569, «Transferencias de capital a otras instituciones sin fines de lucro», se 
ejecutaron $ 185:301.787, o sea, unos USD 6:839.000, haciendo la misma conversión. Me gustaría 
saber qué abarcan estos casi USD 7:000.000 que se transfieren a otras instituciones sin fines de lucro. 


Además, pido que se me aclare con más precisión el objeto 239, «Otros gastos de traslado», 
donde la cifra asciende a $ 308:830.539, es decir, unos USD 11:400.000. No son pasajes dentro del 
país, ni pasajes al exterior contratados en el país ni tampoco combustible —que figura en el grupo 1-, 
ni viáticos dentro o fuera del país. Cuando voy al listado de los objetos de gastos, donde está más 
detallado figura «Remises y taxis». Me gustaría que se me aclarara qué gasto involucra la cifra de 
USD 11:400.000 en «Otros gastos de traslado», específicamente en «Remises y taxis». 


Lo otro que quería plantear a las autoridades es lo siguiente. Hace poco tiempo se produjo 
un cambio. Se estableció que las escuelas que tenían que hacer compras a comercios debían hacerlo 
a aquellos que estuvieran registrados en el RUPE. Esto ocasionó una gran dificultad particularmente 
para las escuelas rurales porque, dado lo que implica registrarse en el RUPE, a los comercios 
pequeños de las zonas más alejadas de la campaña no les sirve. Eso hizo que las compras que se 
hacían en el boliche de la zona rural, ya no se pudieran hacer allí y eso implicaba tener que trasladarse 
cuarenta, cincuenta, sesenta, setenta, ochenta o noventa kilómetros para realizar las compras en los 
pueblos o las capitales departamentales que tienen comercios registrados en el RUPE. Incluso, se 
determinó la responsabilidad de las directoras de las escuelas de hacer el seguimiento del registro del 
BPS y de la DGI, en forma mensual, del comercio proveedor de la escuela. Esto quiere decir que 
adquiere una suerte de rol fiscalizador del BPS y de la DGl que se le suma a la responsabilidad de 
directora, y muchas de ellas son maestras únicas de esas escuelas a cargo de cuatro o cinco grados 
diferentes de la educación primaria. 


Sé que hace algunos días la Federación Uruguaya de Magisterio elevó esta inquietud —tengo 
entendido de que se iba a hacer eco de ella— para liberar a las escuelas rurales de tener que 
trasladarse lejos a los efectos de comprar solamente en aquellos comercios que están inscritos en el 
RUPE y poder comprar en el comercio de la zona, como siempre se ha hecho. No sé si eso se logró, 
no sé qué opinión tienen y, sobre todo, me interesa saber también en qué quedó lo de la fiscalización 
de DGI y BPS que tiene que hacerla una maestra. Me parece que no es su cometido y, por tanto, que 
no lo debe hacer, ni por lo que se le paga ni tampoco por el rol que tiene; en todo caso, que lo hagan 
esas instituciones o los funcionarios administrativos que tiene educación primaria. 


No dudo de que conocen la situación de las escuelas rurales del interior —por lo menos parte 
de la delegación pienso que sí-, pero yo soy del interior y conozco muchísimas en todo el país; 
realmente puedo hablar con propiedad del tema. Imaginemos la Escuela n.* 37 de Rincón de los 
Francos, en Treinta y Tres, o la Escuela n.* 13 de Aguas Buenas, en Durazno, o la Escuela n.” 66 de 
Tropiezo, en Salto, o la Escuela n.* 41 de Cambará de Arapey, también en Salto, ¿cómo hacen esas 
escuelas con la carga que les implica someterse a este tipo de decisiones? Creo que estas decisiones 
son necesarias, que están enmarcadas en la lógica del progreso de la gestión de la educación, pero 
deben tener un trato distinto porque sus realidades son absolutamente diferentes a las que tienen las 
escuelas de las capitales departamentales, ni que hablar las de Montevideo. No se puede desde la 
centralidad —y lo digo con total buena fe e intención— tomar decisiones de esta índole que generan una 
complicación inaudita, porque se están aplicando criterios iguales a realidades diametralmente 
opuestas. 


Recién el señor presidente habló de la universalización de la educación física en todo el país. 
Eso es engañarnos, porque no hay educación física en todo el país. Hay cientos de escuelas que no la 
tienen; ¿porque es más caro?, ¿porque es más difícil? Estoy de acuerdo. Hay muchas que hoy tienen y 
que hace veinte y diez años no tenían; son logros recientes. Reconozcamos los logros, pero no 
pongamos frases porque, realmente, me enerva. Y hablo con propiedad porque conozco estas 
escuelas, las recorro, estoy ahí, son escuelas rurales que hace cien años, no ahora, que viven de la 
kermés, de la torta frita, de la penca de petisos, de la campaña del vellón del norte; en algunas — 
incluso— las auxiliares de servicio todavía son pagas por las comisiones de fomento. 


De manera que siempre ha habido avances, y también siempre ha habido errores, pero no 
estoy para juzgar con vara chica; solo quería sumar este tema a las consultas concretas que planteé 
para saber, por lo menos, si desde el Codicén se tiene claro lo que esa decisión implica para estas 
escuelas, que son más de mil. Me refiero a las muy chiquitas y muy lejanas a los centros poblados, a 
las cuales les llega desde Montevideo la decisión de que tienen que comprar en los comercios que 
están inscritos en el RUPE, que además tienen que controlar si esos comercios están al día con el 
pago del BPS y de la DGI, y no solo eso, sino que también tienen que poner el sello de la maestra 
responsable; la maestra tiene que poner firma y sello. Así como valoro las cosas buenas que hace el 
Gobierno —y no tengo empacho en decirlo—, tengo que reconocer que esta es una de las decisiones 
más centralistas que se han tomado en este Estado, cada vez más centralizado. 


(Apoyados). 
SEÑOR NETTO..- Me gustaría aclarar algunos puntos porque se han tocado varios temas. 


En principio, esta preocupación que plantea el señor senador Camy es razonable. 
Precisamente hace alrededor de diez o doce días le dimos respuesta a ese problema por medio de la 
aprobación, por parte de la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado, para todos los centros 
con compras del orden del 15% de la compra directa —hoy son unos $ 50.000- de que estas entidades 
no tengan que estar dentro del RUPE. Por tanto, esa preocupación la compartimos y venimos 
trabajando hace meses en ese tema y hará diez días que solucionamos esa dificultad. Está aprobado 
por la agencia de compras del Estado y el monto es del orden del 15% de la compra directa. Insisto, 
por cada boleta es del orden de los $ 50.000. Ese es un tema preocupante; preocupó mucho a la 
administración y por eso se trabajó mucho sobre él y hoy afortunadamente, en ese aspecto, está 
resuelto. 


El segundo punto es dar la tranquilidad de que con todo el proceso que se ha iniciado a lo 
largo de estos años sobre los auxiliares de servicios contratados y registrados en su momento —que se 
ha sufrido a lo largo de este período de diez, doce años, y seguramente con anterioridad como se 
hacía referencia—, se logró la universalidad. En el último acuerdo con la coordinadora de sindicatos de 
la educación, parte del dinero de inequidades que se votaron —que es parte del dinero que ya está 
votado— terminó de dar completitud a esa dificultad. Estamos hablando de que arrancamos en el 
2005 y así seguimos. Y hoy, con la información que disponemos de lo que está registrado, se llega a la 
globalidad de estas situaciones, que son muy injustas, como muy bien lo planteó el senador, no solo 
por la erogación, por las condiciones de trabajo, sino por el esfuerzo que le requiere a la comunidad. 
Esas contrataciones a lo largo de este tiempo se han ido desarrollando. También hay algo que quiero 
aclarar, que le asiste la razón. Cuando hice referencia a la universalización de la educación física y de 
inglés en cuarto, quinto y sexto, no tuve la precaución de aclarar que hay 1.106 escuelas rurales donde 
ese proceso tiene debilidades. En inglés, particularmente, el año que viene hay todo un programa de 
abordaje para que la universalización en cuarto, quinto y sexto, se pueda desarrollar en la globalidad 
de las escuelas rurales. Hoy la universalidad está dada en todas las escuelas urbanas. Y en educación 
física existe alguna situación a solucionar en el marco de las escuelas rurales. Ahora bien, hay nuevos 
perfiles porque hay un tema de demanda, de derecho, como también de capacidad del país. En 
muchos casos se asistieron a técnicos o a algún otro perfil porque no existía un número suficiente de 
docentes de educación física para poder abordar estas responsabilidades. Lo mismo el paso que 
hemos dado en enseñanza de inglés a través de videoconferencias en función de no disponer del 
número suficiente de capacidad humana para poder socializar este conocimiento en la magnitud que 
hoy se encuentra en el país. Por tanto, en este sentido asiste razón y corrijo el hecho de que es a nivel 
de las escuelas urbanas. De todas formas, en las escuelas rurales hay un proyecto a desarrollarse el 
año que viene para poder llegar con la enseñanza de inglés y seguir avanzando con esta 
universalización a nivel rural de la educación física. 


Sobre el tema de los alquileres y cómo se computa, es cierto que hay alquileres vinculados a 
lo que tiene que ver con la administración, es decir, las dos entidades que mencioné al principio, pero 
también hay centros educativos y ampliación de los mismos. En ese sentido, lo que la administración 
está planteando es racionalizar el gasto en lo que tiene que ver con lo administrativo y, gradualmente, 
en función del plan de obra que tiene para los centros educativos, ir racionalizándolo en términos 
generales. Aquí lo que se está pensando con los dos artículos que se presentaron es utilizar el dinero 
de los alquileres para la compra y solucionar el tema de algunos centros u oficinas públicas. 


Sobre el costo de taxis y remises, en términos generales hay una política relevante, que goza 
el país y creo que todos podemos sentirnos orgullos de ella, a pesar de que puede tener algunas 
dificultades, que es la gratuidad del boleto. No es un remise, sino una camioneta que alquila la 
administración para ir a buscar estudiantes a determinado lugar. Entonces, hay que sumar a ello el 
esfuerzo que a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas se realiza en la gratuidad del 
boleto y en la contratación de transporte en aquellas localidades donde no hay líneas de ómnibus. El 
esfuerzo que está haciendo la sociedad es enorme, en un derecho demandado durante muchísimo 
tiempo y creo que todos estamos orgullosos de haberlo logrado. Ahí también la administración articula 
con los gobiernos departamentales y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para poder generar 
una logística muy compleja y diversa, con respecto a todo lo que tiene que ver con el transporte 
escolar, que consiste en la contratación de empresas. Más allá del transporte de que se dispone con 
distintas formas de organización y arreglos, en función del chofer, el cuidado, el mantenimiento, el 
combustible, etcétera, se vienen desarrollando estos sistemas para que jóvenes de puntos muy 
alejados tengan la posibilidad de acceder a los centros educativos. Afortunadamente se conformó una 
comisión, a través de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, de la ANEP y el Congreso de Intendentes, para poder abordar integralmente este tema y dar 
una mayor respuesta. 


Si se nos permite, ya que se han hecho diversos cuestionamientos sobre este tema, nos 
gustaría recogerlos de la versión taquigráfica para luego informar con detenimiento sobre lo que aquí 
se nos ha preguntado. 


SEÑOR CAMY.- Le agradezco que me envíe la información después de leer la versión taquigráfica. 


Voy a plantear un tema particular, porque me pareció muy oportuna una de las respuestas. 
Nunca esperé que se respondiera que esos USD 11:400.000 anuales se invirtieran —para mí no son 
gastos—, precisamente, en el traslado de aquellos alumnos de zonas más alejadas. Recuerdo que me 
reuní con el ministro Rossi —se lo solicitamos personalmente- y le agradecimos públicamente cuando 
visitó la comisión por el hecho de ocuparse de una situación puntual. Hace un mes se anunció 
públicamente que hay 23 alumnos de zonas rurales del departamento de San José —de una zona 
recostada al departamento de Colonia— como, por ejemplo, colonia América, Pantanoso, Pavón, Cerro 
Negro, Mendaña, que viajan al liceo y a la UTU de Nueva Helvecia, en el departamento de Colonia. 
Sin embargo, los padres anunciaron que dejarían de enviarlos, aunque van dos meses que esta 
situación se posterga porque el gobierno departamental de San José y los padres están solventando 
un costo de casi $ 200.000 por mes. Nos decían en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas que 
esa es la parte que todavía no está solucionada, a pesar del enorme esfuerzo que se ha hecho durante 
los últimos años, involucrando el traslado gratuito en las áreas metropolitanas, urbanas y del interior 
donde hay líneas de ómnibus de pasajeros. En estas zonas que no tienen transporte, no queda otra 
que alquilar camionetas. 


De acuerdo con la respuesta que me dio el señor Netto, debo entender que de estos rubros 
el Codicén dispone directamente para ese tipo de situaciones como la que aludí; si entendí bien, no se 
trató del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, sino que estos USD 11:400.000 de 2015 fueron 
destinados a dar este tipo de solución. 


SEÑOR NETTO.- Me gustaría hacer referencia, en primer lugar, al tema concreto. En este momento 
están reunidos los padres con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y con la intendencia para 
poder encontrar una solución que, hasta el momento, la había aportado la Intendencia de Colonia, pero 
abruptamente la interrumpió y fue asumida por la Intendencia de San José. Además, el monto que 
aportan los padres es de unos $ 3.000 mensuales y el costo total que la empresa venía cobrando está 
en el orden de los $ 140.000. 


Ahora bien, es un tema a solucionar como tantos otros de estas características y hemos 
tenido que implementar una logística compleja para dar respuesta, ya sea por caminería —porque a 
veces no está en las condiciones adecuadas-—, por existencia y características del transporte, y también 
por el elevado costo que esto tiene. Esto implica que a pesar del enorme volumen de dinero que se 
vuelca, siempre resulta insuficiente porque, además, hay otra razón que problematiza la situación y es 
que en estos tiempos los jóvenes en el medio rural han expandido sus capacidades desde el punto de 
vista educativo. 


Simplemente y a modo de anécdota me gustaría comentar que en el año 2005 estimábamos 
que había una cantidad en el orden de los 1.800 estudiantes en los internados de las escuelas agrarias 
de UTU, en el ciclo básico en alternancia, y nos propusimos duplicar el número de posibilidades en 
infraestructura en un quinquenio, pero honestamente no lo logramos. Sí conseguimos ejecutar y llevar 
adelante la infraestructura necesaria, pero no pudimos duplicar porque los mismos chicos de esos 
medios rurales que culminaban la educación básica nos solicitaron y nos exigieron —eso nos pareció 
perfecto— seguir avanzando en su educación. Por eso hoy vemos tantos y tantos bachilleres agrarios 
pertenecientes a la universidad, a la facultad de agronomía y veterinaria, y a otras carreras terciarias. 
Muchos bachilleratos los ocupamos con los mismos jóvenes que siguieron avanzando en los niveles de 
educación media superior. 


El desafío en la educación rural continúa. Hay un grupo importante de trabajo de la 
Administración porque el objetivo es universalizar el acceso más allá de culminar sexto año de la 
escuela rural. A pesar del porcentaje, son muchos. Son 1006 escuelas y un porcentaje global acotado 
de niños, con situaciones muy diversas. Hoy en día hay distintos arreglos —seguramente los señores 
senadores conocerán unos cuantos— que se hacen con diversos actores para permitir que los jóvenes 
realmente tengan acceso a la educación media y la culminen. Me gustaría que observaran que muchos 
de estos jóvenes, que antes solo terminaban la escuela, hoy, doce años después, están en la 
universidad. Ese número es muy importante. Los egresos de bachilleres agrarios generados en las 
propuestas y los egresos de los bachilleratos de agronomía de Secundaria están dotando a los centros 
de educación terciaria de un número importante de estudiantes. 


El desafío claramente continúa. En función de la responsabilidad que tengo, me gustaría 
enviar al señor senador Camy un informe detallado de estos USD 11:400.000; puedo dar fe de que la 
Administración no los gasta en remises ni en taxis. De hecho, el informe genérico es este, pero el 
detalle de en qué se utilizó este dinero lo enviaremos como corresponde, con la precisión necesaria y 
con el claro respeto que la Administración debe tener por el tenor de la pregunta y el carácter de este 
órgano. 


Con respecto a las preguntas y los planteos de la señora senadora Alonso, en primer lugar, 
quiero decir que ámbitos de estas características o las instancias en las que hemos asistido a la 
comisión de educación, nos parecen relevantes. No podemos generar una imagen de la educación 
pública por artículos de prensa. Es muy difícil. Cuando me refiero a accidentes hablo de ese tipo de 
accidentes: el construir una realidad a partir del titular de un diario y que luego se desarrolle toda una 
novela a partir de eso. Son elementos que los señores senadores conocen y tienen mucha más 
experiencia que yo en el dominio de esas temáticas. 


Por otra parte, en términos generales, los centros educativos gozan de mucha normalidad y 
tranquilidad, aunque a veces haya que atender a alguno en particular. Si hay un problema en un lugar, 
se atiende y eso no quiere decir que se generalice a todos. Desde la educación no utilizamos el 
término «guerra»; nosotros no estamos en guerra con nadie. Diría que la batalla es contra la 
desigualdad; la batalla es para que los derechos realmente se plasmen en todos los uruguayos. Lo 
demás son construcciones que escapan a la gestión cotidiana que la Administración tiene entre sí, que 
es de sumo respeto y profesionalismo, y con otros actores y estamentos que se vinculan directamente 
a ella. También está la esperanza porque el trabajo y la construcción de nuevas expectativas 
constituyen un elemento importante cuando uno interactúa con niños, adolescentes y jóvenes. Por eso, 
cuando hablamos de educación hay términos que tratamos de evitar. 


Me gustaría hacer referencia, por ejemplo, a uno de los tantos puntos que se plantearon y 
luego quisiera hablar de los cambios de orden sustantivo que se mencionaron. El problema es 
conceptualizar, tener la capacidad de debatir y de intercambiar información, dado un diagnóstico que 
todos validamos, por algo lo presentamos y lo hacemos público permanentemente. 


Pero hay otro aspecto difícil de construir, que es la idea de proceso. En el año 2005, del quintil 
más pobre solamente terminaban ocho de cada cien. Por eso hablamos de mejora moderada; hoy 
termina algo más del 15% del quintil más pobre, o sea el doble. ¿Es suficiente? No. ¿Esta realidad es 
nueva? No. ¿Estos problemas tienen más de 30 años? Sí. Hablamos de mejora moderada porque 
nuestras expectativas son otras para con los niños y jóvenes uruguayos, y desde ese lugar trabajamos, 
pero no podemos perder la idea de proceso. En el año 2005, en este quintil, terminaban ocho de cada 
cien y hoy, año 2015, estamos hablando de que terminan dieciséis. 


¿Eso nos conforma? No, pero debemos tener la capacidad de observar todas las 
dimensiones que están en juego: la cultura, la forma de organización y las expectativas que todos 
juntos vamos construyendo de nuestra población para que avance dentro del sistema educativo. 


Por eso, cuando hablaba de accidentes no me refería a un caso puntual o particular como la 
señora senadora señalaba, sino a la cotidianeidad que recibimos de titulares que no es la de los 
centros educativos, que está muy lejos y dista de serlo. Reiterándola en forma permanente y no 
focalizándola responsable y profesionalmente en los puntos en los que sí debemos poner energía y 
atención, tal vez en algunos aspectos —no la administración, pero sí otros actores— distrae de las 
problemáticas reales en las que trabajamos y pretendemos profundizar. 


Voy a mencionar dos o tres aspectos sobre los que esta administración viene trabajando y 
que entiende que están en un proceso de profunda transformación. No estoy hablando de un plan de 
estudios, sino de un proceso en el que puedo involucrar la descentralización como un eje de forma de 
organización que permita arribar y realmente dar respuesta a los problemas que durante treinta años la 
centralidad no logró resolver. 


Puedo hablar de pasar de una enseñanza uniforme a una enseñanza singular, donde la 
atención y la capacidad de acercamiento a cada uno de los estudiantes permite un acompañamiento 
que claramente —como cualquier otro sistema educativo— lleva a un proceso protegido en la trayectoria 
educativa. 


Asimismo, podemos hablar de distintos programas —a los que la señora senadora hacía 
referencia— en los que hemos aprendido mucho respecto a los dispositivos que han generado, pero 
también debemos ser conscientes de que queremos respuestas de carácter universal y hemos pasado 
por muchos programas que, por el formato en que se concebían, no tenían proyectada su 
escalabilidad. Muchos de ellos operaban en forma paralela al resto de la estructura institucional, 
llegaban a escasos centros educativos, impactaban sobre un grupo acotado de estudiantes cuando con 
condiciones similares estaba el gran resto y no teníamos llegada a él. Por eso, hoy este Codicén —en 
conjunto con los directores generales de los consejos— viene trabajando en este proceso donde las 
comisiones descentralizadas de ANEP, conscientes de todos los dispositivos que los distintos 
programas han generado, desde ese lugar y con un acercamiento gradual de orden presupuestal y de 
acompañamiento desde el punto de vista técnico, pueden llegar en una escala universal a los centros 
educativos a nivel nacional. 


No sé —miro a mis compañeros para no cometer un error— si estamos hablando de 
veinticuatro horas o cuarenta y ocho horas —la dinámica es muy grande-— en el envío de la solicitud de 
proyectos de mejora a cada una de las comisiones descentralizadas con el apoyo y el respaldo desde 
el punto de vista presupuestal para llevarlos adelante. Eso lo aprendimos claramente del proceso que 
se desarrolló en el programa denominado ProMejora, una mejora continua, la idea de proceso también 
desde el punto de vista educativo y no el hecho de una fórmula mágica que toca el centro educativo y 
lo transforma. Este proceso se ha dado y se ha recogido con mucha seriedad. 


También quiero decir que este modelo, que no era de carácter universal, adolecía de una 
problemática: los docentes que participaban eran convocados y dejaban sus aulas para poder formarse 
específicamente en estas áreas. Esto generó una problemática que profundizó la que naturalmente hoy 
puede tener el sistema. Por eso, la administración ha entendido que todos los espacios de formación 
se prioricen inhibiendo la posibilidad, en principio —hay que analizar cada caso en particular—, de que el 
docente se ausente del aula. 


Lo mismo puedo decir del tránsito educativo. Hoy, de cada uno de los chiquilines, sabemos 
quiénes son y dónde están, los conocen los maestros y hay referentes en cada centro educativo para 
trabajar sobre ellos. En todo el país —y no solo en algunos territorios- se han hecho aprendizajes 
significativos en ese sentido. 


Por tanto, estamos hablando de un número muy importante de elementos. 


Por otro lado, aquí se han hecho alusiones de orden personal y, si lo entiende pertinente el 
señor presidente, le trasladaríamos la palabra a la directora general del Consejo de Educación 
Secundaria, profesora Celsa Puente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En un minuto, pues ha solicitado la palabra el señor senador Delgado. 


SEÑOR DELGADO.- Quiero agradecer la presencia del equipo de la ANEP en esta larga sesión y dejar 
expresamente una constancia. Se ha convocado al canciller a la Comisión de Asuntos Internacionales 
a esta misma hora y, obviamente, eso conspira contra la posibilidad de debatir sobre estos temas tan 
importantes; quizás este sea el más trascendente que tiene el Uruguay por delante. No por no debatir 
hoy es que vamos a dar por ciertas varias de las aseveraciones del presidente del Codicén, Wilson 
Netto. 


Queríamos dejar esta constancia en nombre del Partido Nacional y decir que seguiremos 
esta discusión —obviamente, ya no en términos presupuestales sino de otro tipo— en torno a la política 
educativa y su eficacia y eficiencia, en los ámbitos correspondientes. Seguramente a la brevedad 
tengamos instancias tanto en el Senado como en la Cámara de Representantes, para hablar de esto. 


Repito que quería dejar la constancia de que no por no replicar o debatir estamos coincidiendo 
con lo que se acaba de expresar. 


SEÑORA PUENTE.- Necesito hacer, brevemente, algunas precisiones porque fui aludida. 


Lo primero que quiero decir es que en el mes de mayo recibí al psicólogo Alejandro Raggio, 
en nombre de la decana de la Facultad de Psicología, María José Bagnato, para invitarme a participar, 
el 31 de agosto a las 9 de la mañana, de la apertura del seminario «Ser y estar de la adolescencia en 
la educación». Esto fue ayer y la coincidencia horaria con el encuentro de la Dinatra me impidió estar 
allí. 


De cualquier modo me gustaría aclarar que no es necesario que el consejo comparezca en su 
totalidad a la Dinatra y también —porque aquí se han manejado trascendidos de prensa como verdades 
absolutas—- que los dos compañeros concurrieron en representación del consejo en su conjunto y 
labraron allí un acta de acuerdo que explicita claramente cuestiones en las que estamos francamente 
contestes los tres. 


Quisiera hacer dos precisiones más. La primera se relaciona con los tuits de los que se 
habló. Si los señores senadores miran con atención, verán que no hubo un único tuit sino tres. Uno de 
ellos muestra cómo estoy en la mesa de apertura y está hecho por la propia Facultad de Psicología; en 
otro hablo de la brillantez de la participación del académico Pablo Martinis y el tercero son palabras del 
propio Martinis que tomo y pongo allí; por algo termina diciendo «(Mpablomartinis», porque es lo que él 
dice. 


Quiero aclarar esto porque me parece que se están hilvanando algunas cuestiones sueltas y 
que se les está dando una interpretación muy alejada de la realidad. 


Lo otro que quería aclarar es que el acta que se firmó ayer en la Dinatra —y fue importante 
que también se labrara un documento que deja bien planteado el tema del trabajo a futuro— muestra 
claramente que estamos asegurando la elección de horas 2017 y sacando de la incertidumbre a todos 
los docentes. Por otro lado, permite que el grupo de trabajo que hasta ahora no funcionó lo haga. 
Ahora, seguimos convencidos de que la elección de horas tiene que ser por más tiempo. 


Finalmente, señalo que para nosotros es fundamental que quede muy claro que es necesario 
recoger lo que secundaria ya ha trabajado durante este período en el que no ha habido bipartitas pero 
sí hemos trabajado, y que allí se recibe ese material elaborado para el grupo que se instalará 
próximamente. 


Sería interesante recordar que la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de 
Representantes actuó activamente para que pudiéramos seguir trabajando juntos, que es lo que 
siempre estamos esperando hacer: encontrarnos y negociar para sacar adelante las cuestiones que, 
como bien se dijo acá, nos interesan a todos. 


Así que por mi parte dejo claro que acá no hay ninguna actuación inadecuada de los dos 
compañeros del consejo; hay cierta satisfacción por un trabajo que se presenta con posibilidad de 
futuro y toma en cuenta todas las voces. Hago mías las palabras del presidente de la Anep: acá la 
única batalla es contra la desigualdad. Acá nadie está en batalla contra nadie, estamos todos 
dispuestos a seguir trabajando con mucho entusiasmo para mejorar la educación pública que es para 
lo que estamos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR NETTO.- Simplemente quiero dejar constancia de que la negociación colectiva en públicos 
está muy reglamentada y establece dos representantes de la administración. Por lo tanto, el hecho de 
que hayan asistido dos consejeros está dentro de la norma establecida. 


Hemos tomado nota de todos los temas interesantes y ricos que se han tocado en la mañana 
de hoy y derivaremos los informes correspondientes. 


Por último, no nos queremos distraer del planteo original: nuestra presencia aquí es sostener 
la necesidad de continuar en este proceso, por lo tanto, es importante la demanda de analizar y discutir 
la posibilidad de dar cobertura a lo que está planificado por la administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, 
agradecemos al presidente del Codicén, señor Netto, a los consejeros y a los asesores por haber 
comparecido en el día de hoy. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 13:18). 
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